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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	1. 09-6719-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Freddy Jiménez Peña
	04-05-09
	APLICACIÓN DE CONDUCTA QUE NO ESTA DENTRO DEL TIPO PENAL

Artículo 158 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica N° 7558

El artículo citado, se impugna porque establece una cuarta  conducta  que aumenta las condiciones del tipo en sus elementos subjetivos. “La culpa grave Inexcusable”, el cual resulta novedoso y no se aplica  dentro de los elementos del tipo y la teoría del delito, dejando duda cual es realmente la conducta penalizada



	2. 09-6753-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Marco A. Segura Seco.

Alcalde de la Municipalidad de Escazú
	04-05-09
	 ORGANO DE NORMALIZACIÓN TECNICA ADSCRITO AL MINISTERIO DE HACIENDA ES EL   OBLIGADO A  DETERMINAR  LOS VALORES DE LOS BIENES INMUEBLES EN TODO EL TERRITORIO NACIONAL Y OPTIMIZAR LA ADMINISTRACIÓN DEL IMPUESTO 

-Párrafo Primero del artículo 12 de la Ley de Impuesto sobre  bienes inmuebles N° 7509 del 9-5-1995.

La norma citada  dispone que el  Órgano  de Normalización Técnica, órgano adscrito al Ministerio de Hacienda, será un  órgano técnico especializado y asesor obligado de las municipalidades, lo que impone su criterio a distintas municipalidades del país,  teniendo las municipalidades obligatoriamente  que solicitar el asesoramiento a la ONT en relación con la materia tributaria y a la vez aplicar los criterios, restándoles autonomía a los gobiernos locales, que además de contar con el criterio técnico cuentan con el conocimiento de la realidad de los intereses locales, lo que crea una incertidumbre jurídica.

  

	3. 09-6752-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Guadalupe Isabel Chávez Mancía
	04-05-09
	PRESTAMOS EN CONAPE SOLO SON PARA COSTARRICENSES.

-Artículo Segundo inciso a) de la Ley de Creación de la Comisión Nacional de Préstamos para la Educación. (CONAPE). No. 60741 del 18-01-1977 y sus reformas. 

La norma señala que solo se conceden préstamos para educación a los costarricenses y por ser extranjera, se le negó. 



	4. 09-6776-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Vilma Solano Pérez
	05-05-09
	NOMBRAMIENTO DE ENFERMERA EN PUESTO DE COORDINADORA

-Apartado de puesto de Coordinador General del Manual para Estructura Organizativa y Funciones del Comité de Prevención y Control de Infecciones Nosocomiales de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

La norma señala que en el puesto de coordinadora ahí establecido, debe ser nombrada una enfermera, por parte de la Dirección Médica en coordinación con Recursos Humanos, por un período de dos años, sin tomar en cuenta a las autoridades de enfermería de la institución, tal y como lo indica el Estatuto de Servicios de Enfermería. 



	5. 09-6811-0007-CO

Consulta Judicial
	Tribunal Penal de Flagrancias


	05-05-09
	PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE FLAGRANCIAS

-Artículos 426, 428 y 430 del Código Procesal Penal.

-Artículo 18 de la Ley No. 8720. Ley de Protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y al Código Penal. Publicada en La Gaceta No. 77 del 22-04-2009. 

El Tribunal consultante señala que al decretar el estado de flagrancia, se aplica únicamente el procedimiento especial de flagrancias, el cual no ofrece las mismas garantías procesales  del proceso ordinario, pues genera una violación al debido proceso, por no tener dicha resolución recurso de apelación, lo mismo sucede  con la prisión preventiva que es una medida gravosa  que implica la privación de libertad, además considera que viola el principio de privacidad de las actuaciones e inocencia y el principio de imparcialidad del juez.



	6. 09-6819-0007-CO

Consulta Judicial
	Tribunal Penal de Flagrancias


	05-05-09
	PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE FLAGRANCIAS  
-Artículos 426, 428 y 430 del Código Procesal Penal.

-Artículo 18 de la Ley No. 8720. Ley de Protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y al Código Penal. Publicada en La Gaceta No. 77 del 22-04-2009. 

El Tribunal consultante señala que al decretar el estado de flagrancia, se aplica únicamente el procedimiento especial de flagrancias, el cual no ofrece las mismas garantías procesales  del proceso ordinario, pues genera una violación al debido proceso, por no tener dicha resolución recurso de apelación, lo mismo sucede  con la prisión preventiva que es una medida gravosa  que implica la privación de libertad, además considera que viola el principio de privacidad de las actuaciones e inocencia y el principio de imparcialidad del juez.



	7. 09-6859-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Cabezas Mora y otro


	06-05-09
	CONDICIONES DE  SANEAMIENTO DE LOS LUGARES DE TENENCIA DE ANIMALES CON FINES DE LUCRO

-Se indica que las normas impugnadas ha provocado que no se haya eliminado el antiguo permiso sanitario de funcionamiento del Ministerio de Salud y actualizado  por el Certificado de Operación del Servicio Nacional de Salud  Animal, en lo que respeta a la tenencia de  perros con fines de lucro. Que las mismas tienen  que ser aplicadas  mientras no sean derogadas, lo que les perjudica en la salud por el ruido que han provocado durante dos años de permanencia en el lugar

- Reglamento para la Destrucción de Perros N° 56 del 29 de octubre de 1924. 

-Decreto 30465-S, publicado en la Gaceta 102 del 29-05-2002, Reglamento General para el otorgamiento de permisos de funcionamiento del Ministerio de Salud.

-La orden sanitaria que el Senasa giró a  K-Nueve  Internacional S.A. donde se le previene a los representas de dicha empresa que no deben mantener en el edificio  más de diez perros.

- El permiso sanitario de funcionamiento del Ministerio de Salud N° 146/2007  de la región Central Norte del Ministerio de Salud.

- Artículos 222 y 298 de la Ley 5395, Ley General de Salud.

-Decreto Ejecutivo  “Reforma al Reglamento General para el Otorgamiento de Permisos Sanitarios de Funcionamiento del  Ministerio de Salud N°33917-S  del  26-04-2007.  

DEL 26 DE ABI- -Decreto Ejecutivo N°6  denominado “Interno Estación Cuarentena del Ministerio de Salubridad” del 15- de junio de 1967. 

 --* --Decreto  Ejecutivo N°8 denominado “Importación Exportación de Perros bajo el control del Departamento  Epidemiología sección Zoonosis, ambos del 15-06-1967. 

Decreto Ejecutivo N° 3 denominado “Reglamento Interno  de la Estación Cuarentena  para perros y gatos del 12-04-1960…. 

Decreto Ejecutivo N°6 del 7 de agosto de 1957, denominado Ingreso de perros y gatos requieren autorización de Salubridad.—-

Decreto Ejecutivo 33240-S “Reglamento General para el otorgamiento  de permisos de Funcionamiento del Ministerio de Salud publicado en la Gaceta 116 del 23-08-2006.-Decreto  16899 – MAC- -

Reglamento de Registro y Control de Medicamentos Veterinarios N°28861.

Decre---------------- -Decreto Ejecutivo N° 28432-MAG-SP- del 13-01-2000-

 EL DECRETO -    -Decreto Ejecutivo 29285- MAC-S publicado en el diario oficial la Gaceta N. 30 del 12-2-2001.

EL DECRETO E-  -Decreto Ejecutivo 29282-MAG, publicado en el diario oficial La Gaceta N°30 el 12-02-2001.

-Decreto Ejecutivo N° 28516-MAC  del  29 de Noviembre de 1999, Alcance 17de Gacecta N°53 del 15 de marzo del 2000.

-LA NORMA N° 13991-MEC Norma Oficinal para miel de abejas publicada en la GacetaL N° 224 del 22 de noviembre de 1982.

- Decreto Ejecutivo N° 25723-MAG publicado en la Gaceta N°16 del 23-01-1997.

- Artículos 1 inciso R,7,39 y Transitorio Primero del Decreto N°316 S “Reglamento para la Reproducción y Tenencia  Responsable de animales de Compañía”



	8. 09-6923-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Belisario Pérez Jiménez
	07-05-09
	SANCIONES A NOTARIOS

-Artículos 145 y 164 del Código de Notariado. 

Las normas impugnadas establecen sanciones a notarios, mientras se realizan trámites administrativos, además se indica que la prescripción se interrumpe, mientras se tramita el proceso. 



	9. 09-7097-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Emily Jeanne Yozell Wolf
	11-05-09
	SANCION POR ELIMINACION DE HUMEDALES

-Artículo 98 de la Ley No. 8689. Modificación de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. No. 7317. Gaceta No. 248 del 23-12-2008, que entrará en vigencia en junio del 2009.

La norma indica que sancionado con prisión de 1 a 3 años, quien sin previa autorización del Sistema Nacional de Áreas de Conservación, drene, seque, rellene o elimine lagos, lagunas no artificiales y los demás humedales, declarados o no como tales y será obligado a dejar las cosas en el estado en que se encontraban. Se acusa que no existe un criterio técnico de valor del humedal. 



	10. 09-7107-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos José Jacobo Zelaya y otro 
	11-05-09
	SANCIONES A CASAS EXTRANJERAS

-Artículos 2 y 9 de la Ley de Protección al Representante de Casas Extranjeras. No. 4680 del 30-11-1970 y sus  reformas, modificada por Ley No. 6209 del 09-03-1978. 

Los artículos cuestionados establecen la indemnización que debe dar la casa extranjera, en caso de que el contrato de representación, distribución o fabricación se rescinda por causas ajenas a la voluntad del representante, bajo pena de suspenderle toda clase de importación de los productos de la citada casa. 



	11. 09-7116-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal Penal de Flagrancias de San José. 
	12-05-09
	CONDUCCION TEMERARIA

-Artículo 199 de la Ley de Tránsito y en general toda la Ley No. 8696. Publicada en el Alcance No. 55 de La Gaceta No. 248 del 23-12-2008.

La norma establece un procedimiento para la prueba de alcohosensor, en donde se podrán realizar exámenes químicos, de sangre, aliento, saliva y orina, dejando la posibilidad de escoger el tipo de prueba. Estima que el roce con la Constitución está cuando una vez realizada la prueba y la misma indique un valor superior al indicado en la Ley de Tránsito, estaríamos en presencia de un delito  tutelado en el artículo 254 del Código Penal, en cuyo caso se debe proceder según el Código Procesal Penal. 



	12. 09-7128-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Lucrecia Muñoz Delgado
	12-05-09
	SUSPENSION DE PENSION POR MATRIMONIO O UNION LIBRE.

-Artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

Suspensión de pensión a los beneficiarios, en caso de matrimonio o unión libre. 



	13. 09-7149-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos José Gómez Quintanilla
	12-05-09
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE HOSTIGAMIENTO SEXUAL

-Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. 

Se indica que la Sala Segunda, tratándose de la aplicación de las disposiciones legales que castigan el hostigamiento sexual en el  trabajo, según Ley 7476 del 03-02-1995 “Ley contra el hostigamiento sexual en el empleo y la docencia”, aplica una presunción de verdad iuris tantum a favor de la denunciante, a cuyo dicho se le otorga plena credibilidad y al supuesto acosador, corresponde probar su inocencia. 



	14. 09-7194-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ronald Alberto Salazar Mora


	13-05-09
	RENTAS PRESUNTIVAS.

-Artículo 13  inciso a) acápite I) de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

La norma impugnada señala que para los contribuyentes, sean personas físicas o jurídicas, tales como médicos, odontólogos, arquitectos, ingenieros, abogados y notarios, entre otros profesionales, se presumirá una renta mínima anual de 335 salarios base.  



	15. 09-7319-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Emilio Granados Calvo
	14-05-09
	REQUISITOS PARA EL RETIRO ANTICIPADO

-Artículo 4 incisos c y d y artículo 9 incisos a y b del Reglamento No. 7699-01 del 05-11-2002. Reglamento para la Regulación del Retiro Anticipado del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte. Publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 228 del 26-11-2002. 

Las normas impugnadas establecen los requisitos para el retiro anticipado,  en cuanto a la edad de 57 años, que no puede superar los cinco años, cancelar a la CCSS en un solo tracto el costo total del anticipo y se hace la determinación del costo del anticipo. 



	16. 09-7374-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Tomás Guevara Calderón y otro
	15-05-09
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA Y DOBLE INSTANCIA.

-Se cuestiona la jurisprudencia de la Sala Tercera en cuanto a modificar el quantum de la pena en casos de delitos sexuales.

-Artículo 408 del Código Procesal Penal. Se impugna el que la Sala Tercera resuelva el procedimiento extraordinario de revisión de la sentencia, después de haber resuelto el recurso de casación, lo que estiman va en contra de lo dispuesto en los artículos 8.1 y 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 



	17. 09-7481-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Sagot Rodríguez
	18-05-09
	JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE CASACION

-Jurisprudencia del Tribunal de Casación del Segundo Circuito Judicial de San José, que estableció que para la configuración del tipo penal, en sus elementos objetivos y normativos, del artículo 103 de la Ley de conservación de la Vida Silvestre, es indispensable que los humedales estén declarados por decreto ejecutivo. 



	18. 09-7505-0007-CO

Consulta Legislativa


	José Merino del Río y otros
	19-05-09
	REGULACION DE PROPINAS DE SALONEROS Y TRABAJADORES  GASTRONÓMICOS

-Proyecto de Ley para dar interpretación auténtica al artículo 4 de la Ley No. 4946 del 03-02-1972. Expediente Legislativo No. 14677.

El proyecto establece que las sumas percibidas por saloneros y trabajadores gastronómicos por concepto de propinas, no afectarán las cargas sociales. 



	19. 09-7525-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	German Francisco Santamaría Céspedes. 
	19-05-09
	OBLIGACIÓN DE MARCAR TARJETA EN A Y A

-Artículo 56 del Reglamento Interno de Acueductos y Alcantarillados. 

Se releva a los Jefes o directores de la institución de marcar el control de asistencia. Lo considera violatorio al artículo 33 de la Constitución. 



	20. 09-7595-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ronny García González


	20-05-09
	JURISPRUDENCIA DEL JUZGADO COBROS SOBRE HONORARIOS

- Artículo 236, párrafo primero del Código Procesal Civil en su aplicación a Incidentes de Cobro de Honorarios. 

La norma impugnada establece un plazo de caducidad para interponer un incidente de cobro de honorarios de abogado, el cual se cuenta a partir de la firmeza de la sentencia  y no hasta que se cancelen los extremos concedidos. Dicha interpretación  establece dictado de la sentencia, pero no terminación del proceso que no se ha ejecutado, de esta forma se niega la admisibilidad del incidente de cobro de honorarios de abogado, después de un año de terminado el proceso.



	21. 09-7687-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Roberto Soto Salazar
	21-05-09
	SOLICITUD DE TÉRMINO PARA QUE FINALICE INVESTIGACIÓN SÓLO SE DA AL IMPUTADO.

-Artículo 171 del Código Procesal Penal. 

La norma establece que cuando el imputado estime que el plazo se ha prolongado indebidamente, le solicitará al tribunal del procedimiento preparatorio que le fije término para que finalice la investigación. Se acusa que los tribunales no permiten a ninguna de las partes que intervienen en el proceso solicitar la fijación del término, sólo al imputado, lo que considera una violación al principio de igualdad.  



	22. 09-7688-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Pablo Sibas Sibas
	21-05-09
	LIBERTAD DE ASOCIACION EN COMUNIDADES INDÍGENAS.

-Artículos 3, 4, 5, 6, 7 y 15 del Reglamento a la Ley Indígena. No. 8447-G del 26-04-1978.

-Decreto Ejecutivo 13568-C-G del 30 de abril de 1982.

Se acusa que los indígenas no afiliados a las Asociaciones, no pueden participar en la elección de la junta directiva y la elección del delegado de CONAI y el decreto indica que las Asociaciones tienen la representación legal de las comunidades y actúan como gobiernos locales. 



	23. 09-7839-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Alberto Mena Brenes

Constructora Brumosa S.A.


	25-05-09
	ESCRITOS PRESENTADOS EN TRIBUNAL DISTINTO

- Artículo 953 del Código Procesal Civil. 

La norma señala que los escritos presentados en tribunal distinto al que conoce del proceso no surtirán efecto; lo surtirán si llegan a éste dentro del plazo correspondiente. 

 

	24. 09-7954-0007-CO

Acción de  Inconstitucionalidad


	Ana Lorena Sánchez Monge
	25-05-09
	INSCRIPCION HIJO NACIDO EN EL EXTRANJERO DE PADRES NATURALIZADOS.

-Artículo 4 de la Ley 1155 de 1950. Ley de Opciones y Naturalizaciones, párrafo que indica que quienes estuvieren domiciliados en Costa Rica al momento de adquirirse la calidad de costarricense. 

La norma no permite que un menor sea inscrito como costarricense en el extranjero, si los padres son naturalizados y no residen en Costa Rica. 



	25. 09-7969-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Dorila Araya Rodríguez
	26-05-09
	REMATE DE PROPIEDADES EN EL INS

-Artículo 25 del Reglamento para la Administración y Venta de Propiedades Adjudicadas en el INS. Vigente desde el 18-09-2007.

La norma señala que independientemente de la base fijada para la venta, se podrá realizar la venta directa al ex propietario de un bien, por la suma necesaria para cancelar la totalidad de las obligaciones exigibles con el INS. El monto de la obligación incluye el saldo, intereses corrientes y moratorios, seguros, costas personales y procesales, gastos administrativos y cualquier otro que determine el INS. Si el ex propietario es el deudor, la venta deberá ser de contado. Se acusa que la norma discrimina a los ex poseedores, la propiedad estaba en patrimonio familiar.   



	26. 09-7978-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Stradi Granados y otros

Sindicato de Ingenieros y Afines del ICE


	26-05-09
	CAMBIO DE REGIMEN LABORAL EN EL ICE

- Artículos 1 y 10 del Decreto Ejecutivo No. 35148-MINAET del 24-02-2009. Publicado en La Gaceta No. 72 del 15 de abril del 2009. Reglamento al Títuto II de la Ley de Fortalecimiento de Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones. 

Las normas impugnadas señalan que el ICE es una empresa pública organizada como institución autónoma y que su actividad se regulará por el derecho privado. Se acusa que el régimen laboral cambia radicalmente.

 

	27. 09-7973-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Leonel Villalobos Salazar
	27-05-09
	SUSPENSION DE PLAZOS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA

-Artículo 259 inciso a) del Código Procesal Penal. 

La norma señala que se suspenderán los plazos de la prisión preventiva, durante el tiempo en que el procedimiento esté suspendido a causa de la interposición de un recurso o acción ante la Sala Constitucional. Alega una lesión a la Convención Interamericana de Derechos Humanos y a la jurisprudencia de la Corte. 



	28. 09-8055-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Tomás Guevara Calderón
	27-05-09
	AMPARO CONTRA RESOLUCIONES JUDICIALES

-Artículo 30 inciso b) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 

No se permite el recurso contra resoluciones judiciales.



	29. 09-8012-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Emérita Rojas Sandoval
	27-05-09
	NUMERO DE PENSIONES EN UN MISMO GRUPO FAMILIAR

-Artículo 7 del Reglamento del Régimen no Contributivo de Pensiones del la CCSS. 

La norma señala que no puede haber más de una pensión por grupo familiar. 



	30. 09-8059-0007-CO

Consulta Legislativa


	Orlando Hernández Murillo y otros
	28-05-09
	PROYECTO DE LEY PARA VENTA DE INMUEBLE A LA UCR

-Proyecto sobre “Autorización al Estado para que se segregue y venda a la Universidad de Costa Rica el inmueble que ocupa el Instituto Clodomiro Picado en Dulce Nombre de Coronado”.



	31. 09-8075-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Pablo Sánchez Castro

Instrumentos Musicales la Voz SA
	28-05-09
	PAGO DE PATENTES POR ROTULOS EN SAN JOSÉ

-Acuerdo denominado “Rotulos ubicados en el espacio público”  No. 7 del artículo III, número 8 de la sesión ordinaria número 84 del 09-12-2003 de la Municipalidad de San José, con vigencia a partir del 12-07-2004. Publicado en La Gaceta del 12-01-2004.

El acuerdo impugnado obliga a los propietarios e inquilinos de San José, que no pagan patente por rótulos, sustituir en seis meses, los rótulos ubicados sobre el espacio público y que no tienen licencia municipal, por rótulos adheridos a la edificación, o bien dentro de la propiedad privada, bajo sanción de cierre.



	32. 09-8111-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Georg Pal Hegedus
	28-05-09
	DOBLE INSTANCIA EN MATERIA CIVIL

-Artículo 217 del Código Procesal Civil. 

La norma establece que la resolución en la que se deniegue la deserción no tendrá más recurso que el de revocatoria; aquella en la que se declare con lugar será apelable dentro del tercer día. 



	33. 09-8264-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rufino Gerardo Espinoza Pérez
	29-05-09
	OBLIGACIÓN DE PERTENECER A ANDE

-Artículo 2 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Ahorro y Préstamos de la Asociación Nacional de Educadores. Ley No. 860 del 02 de mayo de 1947 y sus reformas. 

La norma impugnada obliga a todos los funcionarios y empleados en servicio o con licencia del MEP y a los jubilados o pensionados, pertenecer a la misma. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	09-05033-0007-CO.
Voto 2009-07360.
	05-05-09
	A las diecisiete horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sonia Isabel Madrigal Chaves en contra del Artículo 2 y 70 de la Reforma Integral del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Se deniega el trámite a esta acción.-

	09-04848-0007-CO.
Voto 2009-07379


	06-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo Barquero Elizondo en contra del Artículo 107 Inciso A de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano la acción.-

	09-03568-0007-CO
Voto 2009-07380
	06-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgar Trejos Ramírez en contra de los Artículos de la Ley 8696. Se rechaza de plano la acción.-

	09-05537-0007-CO
Voto 2009-07381
	06-05-09
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alberto Castillo Barahona en contra del Artículo 23 de la Ley de Armas y Explosivos No.7530. Se rechaza de plano la acción.

	09-05884-0007-CO

Voto 2009-07382


	06-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alberto Castillo Barahona en contra de los Artículos 23 y 62 de la Ley #7530 de Armas y Explosivos. Se rechaza de plano la acción.

	09-05074-0007-CO.

Voto 2009-07383
	06-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Arnulfo Lee Ajoy en contra de los Artículos 93 y 592 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.

	09-03829-0007-CO.

Voto 2009-07384
	06-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Agropecuaria El Rincón de San Isidro S.A., Valle Dorado Montessori S.A. en contra del Artículo 51 del Plan Regulador de la Municipalidad de San Isidro de Heredia. Se rechaza de plano la acción.

	08-18057-0007-CO.
Voto 2009-07385
	06-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara de Patentados de Costa Rica en contra del Artículo 48 Bis de la Ley Orgánica del Ambiente y Decreto Ejecutivo N°31161 del Reglamento de Permisos Sanitarios del Funcionamiento. Se rechaza de plano la acción.-

	09-06253-0007-CO.
Voto 2009-07386
	06-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Joe Campos Bonilla en contra del Artículo 205 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.

	09-05077-0007-CO.
Voto 2009-07387
	06-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Pinto Pinto en contra de los Artículos 422 a 442 del Código Procesal Penal. Ley No.7594. Se rechaza por el fondo la acción.

	09-03635-0007-CO.
Voto 2009-07388

	06-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco Tulio Sandoval Meza en contra del Artículo 365 Párrafo Final del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.

	09-04512-0007-CO
Voto 2009-07389
	06-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eligio Sandí Acuña en contra de la Jurisprudencia Reiterada del Tribunal Primero Civil de San José. Se rechaza por el fondo la acción.

	09-01665-0007-CO.
Voto 2009-07390
	06-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Yancy Alfaro Mora en contra del Artículo 485 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.

	09-04152-0007-CO
Voto 2009-07391
	06-05-09
	A las quince horas. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal del II Circuito Judicial de San José en cuanto a los Criterios reiterados del Instituto Nacional de Criminología y del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela. No ha lugar a evacuar la consulta

	09-05019-0007-CO.
Voto 2009-07392
	06-05-09
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Andrés Arnoldo Pérez González en contra de los Artículos 36 y 88 párrafo final de la Ley de Armas y Explosivos. No 7530 del 10-07-1999. Se rechaza de plano parcialmente la acción, en cuanto al artículo 36 de la Ley de Armas y Explosivos. En lo demás, se rechaza por el fondo la acción.

	08-9127-0007-CO.
Voto 2009-07398
	06-05-09
	A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco F. Feoli Villalobos en contra de los Artículos 22, 25 y 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres. No. 8589. Publicada en la Gaceta No. 103 del 30-04-2008. No ha lugar a la gestión formulada. Se adiciona de oficio la parte dispositiva de la sentencia número 15447-08 de las catorce horas cincuenta y tres minutos del quince de octubre del dos mil ocho, ordenándose la anulación de las normas declaradas inconstitucionales.-

 Los Magistrados Calzada y Vargas consignan nota.

	09-03742-0007-CO
Voto 2009-07399
	06-05-09
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rufino Gerardo Espinoza Pérez en contra del Artículo 9 incisos a, b y c de la Ley Constitutiva de Ahorro y Préstamo de la Asociación Nacional de Educadores No.12 del 13-10-1994. Se deniega el trámite a esta acción.

	09-05940-0007-CO
Voto 2009-07378
	06-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José en cuanto al Artículo 36 del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta en el sentido de que el límite temporal establecido en el artículo 36 del Código Procesal  Penal para  conciliar en el proceso penal, no resulta contrario a las normas y principios constitucionales.-

 La Magistrada Abdelnour pone nota.-



	09-03843-0007-CO.
Voto 2009-07594
	12-05-09
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Daniel Leiva Jara en contra del Reglamento de Tarifas para la Inscripción de Planos en el Catastro Nacional. Decreto Ejecutivo No. 35046-J. Se rechaza de plano la acción.Abdelnour pone nota.

	09-00230-0007-CO.
Voto 2009-07595
	12-05-09
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Arturo Brenes Marín en contra de los Artículos 23 y 51, 52, 53, 54 y 68 del Reglamento de Carrera Académica de la Universidad Nacional. (UNA). Se rechaza de plano la acción.

	09-02409-0007-CO.
Voto 2009-07596
	12-05-09
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Enar Ramos Soto en contra del Artículo 12 de la Ley de Notificaciones. No. 7637 y su reforma, según expediente legislativo No. 15729. Se rechaza de plano la acción.

	09-05221-0007-CO.
Voto 2009-07597
	12-05-09
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Eladio Mora Salas en contra de la Aplicación Retroactiva de la Ley de Pensiones. Se rechaza de plano la acción

	09-04179-0007-CO.
Voto 2009-07598
	12-05-09
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Julissa Vargas Arguedas, Nicida Calvo Calvo en contra de las Normas Reguladoras de la Promoción y Repitencia dentro del Sistema Educativo Público Costarricense, Publicada en la Gaceta No. 226 del 21-11-2008. Se rechaza de plano la acción.

	07-03681-0007-CO
Voto 2009-07604
	12-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Alonso Ortiz Zamora en contra de la Interpretación Reiterada de la Sala Primera, El Tribunal Contencioso del Término Demanda que emplea el Artículo 68.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Se declara sin lugar la acción.

	06-14210-0007-CO
Voto 2009-07605
	12-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Gabriela Barrantes Elizondo en contra del Artículo 451 Bis Párrafo Segundo del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar la acción.- Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias.

	09-03097-0007-CO
Voto 2009-07603
	12-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Juicio de Flagrancias en lo referente al Artículo 199 de la Ley de Tránsito y en general de todo ese cuerpo. No ha lugar a evacuar la consulta.

	07-10941-0007-CO.
Voto 2009-08166
	19-05-09
	A las quince horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Helberto Moreira González en contra del Acuerdo 23-07, punto 2 tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica el 19 de junio de 2007. No ha lugar a la gestión Formulada.

	08-10493-0007-CO.
Voto 2009-08264
	20-05-09
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Andreina Vincenzi Guila en contra del Artículo 54 de la Ley del Sistema de Banca para el Desarrollo No. 8634, que modifica el artículo 166 del Código Notarial. No ha lugar a la gestión formulada.

	08-10487-0007-CO.
Voto 2009-08265
	20-05-09
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Andreina Vicenzi Guila en contra del Artículo 7 inciso e) del Código Notarial. No ha lugar a la gestión formulada.

	09-06548-0007-CO
Voto 2009-08270
	20-05-09
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexander Vargas Rojas en contra de la Ley 7389 publicada en La Gaceta No. 83 del 02-05-1994, que reformó los artículos 51 y 76 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.

	09-04680-0007-CO
Voto 2009-08271
	20-05-09
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexander Vargas Rojas en contra de los Artículos 51 y 76 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.

	09-05427-0007-CO
Voto 2009-08272
	20-05-09
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alberto Cabezas Villalobos, Erick Ramón Chacón Valerio en contra de Todas las disposiciones del TSE en especial resolución 1386-E1-2009 en cuanto no garantizan a las personas ciegas la realización del sufragio en forma secreta al igual que todos los demás participantes. Se rechaza de plano la acción.-

	07-08650-0007-CO
Voto 2009-08281
	20-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexis Alfonso León Vargas, Jorge Emilio Regidor Umaña en contra del Artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública (2166). No ha lugar a la gestión formulada.-

	09-03753-0007-CO.
Voto 2009-08282
	20-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Francine María Barboza Topping en contra del Artículo 18 de la Ley del Colegio de Licenciados y Profesores en Letras, Filosofía, Ciencias y Artesa. No. 4770. Se rechaza de plano la acción.

	09-05509-0007-CO
Voto  2009-08283
	20-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Enrique Romero Pérez en contra de los Artículos 15 y 62 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Artículo 31 de la Ley de Control Interno. Se rechaza por el fondo la acción.-

 La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.

	09-04657-0007-CO
Voto 2009-08284
	20-05-09
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Néstor Fernando Madriz Herrera en contra del Artículo 138 del Código Electoral. Ley No. 1536 del 10 de diciembre de 1952 y sus reformas. Se rechaza por el fondo la acción.-

  La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Vargas Benavides y Salazar Cambronero salvan el voto y declararan con lugar la acción con sus consecuencias.-



	09-04176-0007-CO
Voto 2009-08285
	20-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Zhuyem Molina Murillo en contra de los Artículos 1, 4 y 5 de la Ley de Juegos. No.3 del 30 de agosto de 1922. Publicada el 02 de setiembre de 1922. Se rechaza por el fondo la acción.

	08-15163-0007-CO
Voto 2009-08286
	20-05-09
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Daniel Soly Gutiérrez actuando como Defensor de los Habitantes de la República en contra del Artículos 6, 34 Inciso CH) y 97 Inciso G) del Código de Minería, Ley 6797; 3 Inciso M) y 19 Inciso B) de la Ley Forestal, Ley 7575, y los Artículos 1 y 2 del Decreto 34801-Minaet. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 08-014900-00070-CO se tramita ante esta Sala.

	09-05109-0007-CO
Voto 2009-08287
	20-05-09
	A las quince horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Bautista Conejo Trejos en contra del Decreto Ejecutivo 34865. Publicado en La Gaceta 224 del 19-11-09, Reforma al Reglamento Sobre Los Tipos de Vehículos a utilizar en la realización de exámenes prácticos para la obtención de Licencias para conducir. Se deniega el trámite a esta acción.

	09-05763-0007-CO.
Voto 2009-08288
	20-05-09
	A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Eduardo Salazar Martínez y Melissa Umaña Rojas en contra de los Artículos 40 de la Ley General de Salud y Artículos 17, 18 y 19 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas, N°6836. Se deniega trámite a la acción.

	07-06432-0007-CO
Voto 2009-08905
	27-05-09
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gilberto Aguilar Gutiérrez y Oscar Ramírez Azofeifa en contra del Artículo 27 Derogado del Reglamento Interior de Trabajo del Banco de Costa Rica vigente hasta el 20/06/1983. Se declara sin lugar la acción.

	08-14008-0007-CO
Voto 2009-08906
	27-05-09
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Xenia Vargas Bastos en contra del Código de Trabajo, en su Artículo 85, Párrafo Segundo del Inciso 3). Se declara sin lugar la acción.

	09-06334-0007-CO
Voto 2009-08907
	27-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Francisco Cordero Orellana en contra del Artículo 4, inc a) del Reglamento para la concesión de Permisos de Estudio de la Universidad Nacional. Se rechaza por el fondo la acción.

	06-06083-0007-CO
Voto 2009-08908
	27-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Defensoría de los Habitantes de la República en contra del Reglamento de Construcciones (modificación al articulo XI.26). Se declara CON lugar la acción. Se ANULA el artículo XI26.1 del Reglamento de Construcciones en la frase "Edificios con capacidad de hasta las 250 personas: No requieren retiros" y por consiguiente se ordena al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo proceder dentro del plazo improrrogable de un mes a partir de la publicación de esta resolución proceder a realizar la modificación correspondiente a dicho artículo a efecto de que los retiros exigidos a los edificios de hasta doscientos cincuenta personas sean respetuosos del principio de razonabilidad y del derecho a la vida. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe.  Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	09-03347-0007-CO
Voto 2009-08909
	27-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yashin Castrillo Fernández en contra del Artículo 242 del Código de Familia. Se rechaza de plano la acción.- El Magistrado Jinesta pone nota.-

	09-03896-0007-CO
Voto 2009-08910
	27-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Luis Rodríguez Solano en contra del Artículo 40 del Reglamento de Contratación de Abogados Externos para el cobro judicial y servicios notariales del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Se rechaza de plano la acción.-



	09-06923-0007-CO
Voto 2009-08911
	27-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Belisario Pérez Jiménez en contra de los Artículos 145 y 164 del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-

	09-05569-0007-CO
Voto 2009-08912
	27-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Wendy Espinales Donaire en contra del Artículo 73 inciso b) de la Ley de Migración y Extranjería y el Artículo 14 inciso b) de la Circular 461-2007 de la Subdirección General de Migración y Extranjería. Se rechaza de plano la acción.

	09-05031-0007-CO
Voto 2009-08913
	27-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Antonio Portuguez Benedettini en contra de los Artículos 316 a 323 del Código Procesal Penal. Ley NO. 7594. Se rechaza de plano la acción.

	09-06776-0007-CO
Voto 2009-08914
	27-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Vilma Solano Pérez en contra del Apartado de puesto de Coordinador General del Manual para Estructura Organizativa y Funciones del Comité de Prevención y Control de Infecciones Nosocomiales de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-

	09-06134-0007-CO
Voto 2009-08915
	27-05-09
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. G&H Steinvorth Ltda. en contra del Artículo 48 primer y último párrafo del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Se rechaza de plano la acción.-

	09-05927-0007-CO
Voto 2009-08916
	27-05-09
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ronny García González en contra del Criterio jurisprudencial reiterado del Juzgado Especializado de Cobro del II Circuito Judicial de San José, y el Juzgado Contencioso Administrativo. Se rechaza de plano la acción.-

	-01298-0007-CO
Voto  2009-08917


	27-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Para La Protección Agropecuaria en contra de los Artículos 1, 7 y 8 de la Ley No. 8702. Publicado en la Gaceta No. 19 del 28-01-2009. Se rechaza de plano la acción.-

	09-01298-0007-CO
Voto 2009-08917
	27-05-09
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Para La Protección Agropecuaria en contra de los Artículos 1, 7 y 8 de la Ley No. 8702. Publicado en la Gaceta No. 19 del 28-01-2009. Se rechaza de plano la acción.-

	07-13951-0007-CO.
Voto 2009-09036
	29-05-09
	A las diez horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gamaliel Díaz Alvarado en contra del Artículo 196 del Código Procesal Civil. Se adiciona la sentencia Nº 2006-17740 de las dieciséis horas once minutos del cinco de diciembre del dos mil siete en el sentido de que el alegato referido a la presunta violación a los principios de razonabilidad  y proporcionalidad no se acogió en razón de que el accionante no lo fundamentó. En cuando a los demás aspectos, no ha lugar a la gestión.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	09-6752-007-CO
	Guadalupe Isabel Chávez Mancia, contra  el inciso a) del artículo 2 de la Ley Número 6041 “Ley de Creación de la Comisión Nacional de Préstamos para la Educación (CONAPE).

Resolución de 15:45 horas del 12 de marzo del 2009.
Boletín judicial 102-103 del 28 -29 de mayo y 104 de junio 2009

	PRESTAMOS EN CONAPE NO SE OTORGAN A EXTRANJEROS

La norma se impugna en cuanto dispone que los préstamos para educación se concederán solo a los costarricenses, excluyendo la posibilidad de que los  extranjeros puedan acceder a dichos préstamos, lo que vulnera el principio de igualdad y el principio de razonabilidad y proporcionalidad, así como los derechos fundamentales a la protección de la familia,  al trabajo y  a la educación

	09-6254-007-CO


	Jeffry Madrigal Angulo contra el artículo 9 del Decreto Ejecutivo N° 12915-E-P del 31 de agosto de 1981 que es Manual de procedimientos para administrar el personal docente. 
Resolución de 14:25 horas del 12 de mayo del 2009.

Boletín judicial 102-103 del 28 -29 de mayo y 104 de junio 2009


	NOMBRAMIENTOS DE LOS DOCENTES EN CASOS DE RENUNCIA
La norma se impugna en cuanto dispone: “Artículo 9. Quienes durante el curso renuncien a nombramiento en propiedad, obtenido por concurso público para el curso lectivo de que se trate, nombramiento interino o sustituto no podrán ser nombrados para ningún otro puesto con carácter de interno o sustituto durante el mismo curso lectivo.”  Manifiesta el accionante que la norma lesiona los artículos 56 y 192 de la Constitución Política, así como los principios de razonabilidad y proporcionalidad, de libre elección del trabajo, de igualdad y no discriminación en el acceso a los cargos públicos. El artículo impugnado sanciona al funcionario que renuncia expresamente a un nombramiento  excluyéndolo del Registro de Oferentes por el resto del curso lectivo sin tomar en consideración las razones por las cuales tuvo que hacerlo. 

	08-14900-0007-CO
	Freddy Pacheco León, para que se declaren inconstitucionales los artículos 34 inciso ch) y 97 inciso g) del Código de Minería.-
Resolución de 08:30 horas del 18 de mayo del 2009
Boletín judicial 102-103 del 28 -29 de mayo y 104 de junio 2009


	EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL EN CONCESIONES MINERAS.

Las normas se impugnan en cuanto posponen la presentación de la evaluación de impacto ambiental para después de otorgada la concesión de explotación de desarrollos mineros, con lo cual se invierte el proceso lógico sustentado en la legislación y normas técnico científicas, respecto de aquellas actividades humanas -como la industria minera- capaces de impactar negativamente el ambiente y que, por consecuencia, requieren de estudios previos de sus repercusiones o consecuencias ambientales y sociales, así como de su cuantificación económica, para analizarlos en contraposición a las ganancias o ventajas del proyecto propuesto. Las normas impugnadas autorizan al Poder Ejecutivo para otorgar concesiones de explotación minera de alto impacto ambiental, sin que se deba verificar previamente los efectos ambientales negativos del proyecto minero concreto y sin que el desarrollista tenga la obligación previa de demostrar, técnica y científicamente, que está en capacidad de mitigar y compensar tales daños ambientales, para que no tengan efectos irreversibles. Considera que la única forma por la cual se puede garantizar que un proyecto de desarrollo determinado no sea contrario al ambiente, es mediante el procedimiento científico-técnico denominado “estudio de impacto ambiental”, que permite identificar y predecir cuáles efectos ejercerá sobre el ambiente, cuantificándolos y ponderándolos para conducir a la toma de decisiones. Estima que las normas del Código de Minería aquí impugnadas debieron derogarse hace años, por contrariar preceptos de rango superior que fueron incorporados al ordenamiento jurídico nacional, especialmente a partir de la reforma del artículo 50 constitucional -que incorporó el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado- por lo que dichas normas resultan nulas de pleno derecho, “por estar afectados de inconstitucionalidad sobreviniente”. A la luz del Derecho Internacional Ambiental, se produce también una violación toda vez que el Estado costarricense, al no exigir para la industria minera el estudio de impacto ambiental previo a otorgar la concesión para la explotación respectiva, está violentando los principios preventivo y precautorio, que en nuestro ordenamiento jurídico constituyen parámetros de constitucionalidad. En la práctica y con relación a un caso concreto de explotación minera, el estudio de impacto ambiental se convierte en el instrumento técnico-científico idóneo para que la administración ambiental pueda tomar decisiones respecto a la autorización de un desarrollo minero determinado, valorando y clasificando los riesgos ambientales. Es únicamente por medio de este procedimiento que puede determinar, en aplicación de los principios preventivo y precautorio, las medidas regulatorias de la operación del proyecto en aprobación, bien sea para establecer límites permanentes o temporales de operación, para exigir determinados procesos o tecnologías o para prohibirlo en su totalidad. Refiere que esta Sala ha sostenido que aquellas disposiciones que eximan o reduzcan las exigencias de evaluación de impacto ambiental de actividades humanas de previo a su desarrollo, violan el Derecho de la Constitución y, en específico, el principio precautorio. Por ejemplo, en la sentencia 2008-15760 de las 14:30 horas del 23 de octubre del 2008, se confirmó esta línea jurisprudencial, al establecer que es inconstitucional posponer la presentación de la evaluación de impacto ambiental para después de otorgada una concesión para la construcción, administración y explotación de marinas y atracaderos turísticos, al desconocerse el deber estatal de proteger preventivamente el medio ambiente y por limitar el derecho a la participación ciudadana de asuntos relacionados con éste. Considera que lo resuelto, aplica mutatis mutandis a las normas aquí impugnadas del Código de Minería. Finalmente, los citados preceptos son también contrarios al artículo 11 constitucional, pues no cumplen el principio de juridicidad de la Administración (principio de legalidad), con el agravante de que autorizan actos de la Administración ambiental y del Poder Ejecutivo, declarativos de derechos subjetivos a favor de particulares, al concesionar la explotación de yacimientos de minerales de uso industrial, sin previa aprobación del respectivo estudio de impacto ambiental; actos que si después son reversados por haberse dictado contra las normas técnicas que rigen la materia, generan responsabilidad del Estado y la obligación de indemnizar.
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	09-04-2009
	Sentencia 2008-15460

Expediente 07-08650.  Acción de inconstitucionalidad Jorge Emilio Regidor Umaña, en su condición de apoderado especial judicial y administrativo de Claudio Aguilar Castillo y otros, contra el artículo 5° de la Ley de Salarios de la Administración Pública, Ley N° 2166 del 9 de octubre de 1957.  Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anulan, por inconstitucionales, la frase "hasta un total de treinta" y la palabra "treinta" del artículo 5° de la Ley de Salarios de la Administración Pública No. 2166 de 9 de octubre de 1957. Esta declaratoria de inconstitucionalidad, para evitar graves dislocaciones de la seguridad jurídica, no tiene efectos retroactivos por lo que se deben respetar las situaciones jurídicas consolidadas. Se dimensionan en el tiempo los efectos de la declaración de inconstitucionalidad en el siguiente sentido: a) La declaratoria de inconstitucionalidad rige a partir de la publicación de las sentencia por lo que podrá ser aplicada a los funcionarios o servidores públicos que, para ese momento, no han cumplido las treinta anualidades; b) en el caso de los servidores públicos que se encuentren en servicio activo y superen las treinta anualidades no podrán pretender las diferencias salariales y sus accesorios con efecto reatroactivo, debe el patrono acordar el reajuste de salario a partir de la publicación de la sentencia; c) las personas a quienes se les haya otorgado una pensión o jubilación no podrán pretender su reajuste y sus accesorios con fundamento en la eliminación del tope de las treinta anualidades, incluso, si hubieren laborado más de treinta años; d) quienes estuvieren en la condición anterior y hayan reingresado al servicio activo tampoco podrán pretender el reajuste de la pensión o jubilación o las diferencias salariales, únicamente, el reajuste del salario en el nuevo puesto a partir de la publicación de la sentencia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo.
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	91-92-93
	13-14-15 de mayo

	Sentencia 2009-04960.

Expediente 08-00006.   A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Roberto Giusti Soto en contra del Articulo 11 Ley del Registro y Archivo Judiciales.  Se rechaza de plano la acción.-

	91-92-93
	13-14-15 de mayo


	Sentencia 2009-06838

Expediente 07-03507.   A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad.   Cámara de Industrias de Costa Rica en contra del Artículo 34 Ley de Desarrollo, Promoción y Fomento de la Actividad Agropecuaria Orgánica N.8542 de 27 Setiembre de 2006.  Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad planteada por violación al procedimiento legislativo. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 34 de la Ley No. 8542 de 27 de setiembre de 2006, Ley de desarrollo, promoción y fomento de la actividad agropecuaria orgánica que reforma el artículo 3 de la Ley No. 8262, de 2 de mayo de 2002, Ley de Fortalecimiento de las Pequeñas y Medianas Empresas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.  Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-  Los Magistrados Vargas y Armijo salvan el voto y rechazan de plano la acción.-

	94-95-96
	18-19-20 mayo 
	Sentencia 2009-06824.

Expediente 09-04368. A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal de Heredia, Sede en Sarapiqui en cuanto al Artículo 205 párrafo 2) del Código Penal.  Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 205 párrafo segundo del Código Penal es inconstitucional. En consecuencia, se anula dicha norma del ordenamiento jurídico. Esta declaratoria tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	94-95-96
	18-19-20 mayo 
	Sentencia 2009-06837

Expediente 06-14560.   A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Silvie Boruvkova en contra de los Artículos 7° de la Ley No. 2220 de 20 de junio de 1958 y 11 del Decreto Ejecutivo No.66 de 4 de Noviembre de 1960. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales los artículos 7° de la Ley de Servicio de Cabotaje de la República No. 2220 de 20 de junio de 1958 y 11 de su Reglamento, Decreto Ejecutivo No. 66 de 4 de noviembre de 1960. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.  Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa, al Presidente de la República y a la Ministra de Obras Públicas y Transportes.  Los Magistrados Mora y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-

	94-95-96
	18-19-20 mayo 
	Sentencia 2009-06841

Expediente 07-00843. A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alfredo Sasso R. Hijos S.A., Holtermann y Compañía S.A., Importaciones La Guaria del Norte Sociedad Anónima, Maderas Maflor Limitada, Metalco Sociedad Anónima, Súper Partes S.A. en contra de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Tibás (8523). Se rechaza de plano la acción número 07-000843-0007-CO. En cuanto a la acción acumulada numero 07-002277, se declara sin lugar la acción.

	95-96-97
	19-20-21 mayo
	Sentencia 2009-07378

Expediente 09-05940.   A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José en cuanto al Artículo 36 del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta en el sentido de que el límite temporal establecido en el artículo 36 del Código Procesal  Penal para  conciliar en el proceso penal, no resulta contrario a las normas y principios constitucionales.   La Magistrada Abdelnour pone nota.

	100-101-102
	26-27-28 mayo
	Sentencia 2009-07604

Expediente 07-03681.   A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Alonso Ortiz Zamora en contra de la Interpretación Reiterada de la Sala Primera, El Tribunal Contencioso del Término Demanda que emplea el Artículo 68.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Se declara sin lugar la acción.-

	100-
	26-mayo
	Sentencia 2009-07605

Expediente 06-14210.  A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Gabriela Barrantes Elizondo en contra del Artículo 451 Bis Párrafo Segundo del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar la acción.  Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias.-
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AMBIENTE 

9040-09. CONTAMINACIÓN DE MANTO ACUÍFERO GENERADA POR EL USO DE AGROTÓXICOS  EN PLANTACIÓN DE PIÑA EN EL CAIRO DE SIQUIRRES. Manifiestan los recurrentes que la  empresa recurrida explota una  plantación de piña ubicada en el Distrito de Cairo de Siquirres, la que se ha ido expandiendo sin contar con los  respectivos permisos y estudios  de impacto ambiente, con el agravante que  se ubica sobre  el  manto acuífero que da origen a la naciente que nutre el acueducto del mencionado distrito y de Luisiana,  y se están utilizando productos químicos y agrotóxicos que están contaminando tales mantos, así  como  los ríos y cuerpos de agua que  están en los  alrededores de la plantación. Agregan  que  las instituciones y dependencias públicas recurridas conocen de tal problemática, pero no han dado una solución efectiva y sostenible al problema, ni han resuelto las distintas solicitudes o gestiones que  les han sido remitidas. Se declara con lugar el recurso y se le ordena a  la Ministra de Salud, al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, al Ministro de Agricultura y Ganadería y al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados,  que en forma inmediata se inicie el proceso de saneamiento y eliminación de residuos de plaguicidas, de las fuentes de agua que abastecen a las comunidades amparadas de El Cairo, Luisiana y La Francia.  Se les advierte que cada órgano y ente recurrido, determinará conforme con sus propias competencias legales, las acciones individuales que obligatoriamente le corresponde efectuar, dentro de un PLAN ÚNICO que como partes de la Administración del Estado deben realizar en forma conjunta. Como principal responsable de ese plan y de su completo cumplimiento, se designa a la Ministra de Salud y a quienes ocupen ese cargo, lo que significa que el Jerarca de Salud deberá informar inmediatamente a esta Sala, si surgiere algún obstáculo en su labor de coordinador para cumplir el objetivo aquí ordenado.  Se les advierte a los accionados que en razón del objetivo aquí dispuesto, podrán ordenar todas las actuaciones que sean técnica y científicamente conducentes a la completa limpieza y purificación del agua de esas fuentes, lo que implica ordenarle a la  empresa Hacienda Ojo de Agua S. A., los retiros que legalmente correspondan, e inclusive, de ser necesario, prohibirle absolutamente el uso de agroquímicos contaminantes en su plantación y hasta ordenar el cierre inmediato de ésta, si esa empresa incumpliere de cualquier forma las órdenes e instrucciones que se le dieren. CL
9041-09.CONTAMINACIÓN DEL ACUEDUCTO RURAL DE MILANO EN SIQUIRRES  GENERADA POR EL USO DE AGROTÓXICOS  EN PLANTACIÓN DE PIÑA. Aducen los  recurrentes que la municipalidad recurrida extendió un permiso de funcionamiento a la empresa FRUTEX,  desconociéndose las condiciones técnicas, legales, el plazo, las áreas y  la ubicación de las siembras incluidas, ya que ese municipio no ha suministrado información precisa solicitada al respecto por parte de los representantes de la  ASADA de Milano, así como las autoridades competentes del Ministerio del Ambiente y Energía. Señalan que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y la Unidad de Permisos y Controles del Ministerio de Salud, dieron el aval de funcionamiento  y se otorgó el permiso sanitario de lo cual se desconoce las condiciones  y demás situaciones de dicho permiso. Que el Director del Área de Salud de Siquirres no ha brindado esa información al Comité de cita, sobre todo, si existe o no estudio de viabilidad ambiental que exige la SETENA para este tipo de permisos. Señalan que dicha empresa es la responsable directa de la contaminación con agro tóxicos del Acueducto Rural de Milano. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud, al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones,  al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quienes, en su lugar ejerzan esos cargos, que de forma inmediata se inicie el proceso de saneamiento y eliminación de residuos de plaguicidas, de las fuentes de agua de las que se abastece el acueducto de la comunidad de Milano de Siquirres. Se les advierte que cada órgano y ente recurrido, determinará conforme con sus propias competencias legales, las acciones individuales que obligatoriamente le corresponde efectuar, dentro de un PLAN ÚNICO que como partes de la Administración del Estado deben realizar en forma conjunta. Como principal responsable de ese plan y de su completo cumplimiento, se designa a la Ministra de Salud y a quienes ocupen ese cargo, lo que significa que el Jerarca de Salud deberá informar inmediatamente a esta Sala, si surgiere algún obstáculo en su labor de coordinador para cumplir el objetivo aquí ordenado. Se le advierte a los accionados que podrán ordenar todas las actuaciones que sean técnica y científicamente conducentes a la limpieza y purificación del agua de ese acueducto, de todo residuo agroquímico, lo que implica ordenarle a la empresa Frutas de Exportación Frutex S.A., los retiros que legalmente correspondan, e inclusive, de ser necesario, prohibirle absolutamente el uso de agroquímicos contaminantes, en sus plantaciones y hasta ordenarle el cierre inmediato, si la empresa incumpliere de cualquier forma las ordenes e instrucciones que se le dieren. Por otra parte tomen nota la Ministra de Salud, el Ministro de Ambiente y Energía y el Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados de lo dispuesto en el considerando sexto de la sentencia. CL

8764-09. EXTRACCIÓN DE MATERIALES DEL RÍO CAÑAS PROVOCA CAMBIO EN EL CAUCE. Manifiestan las recurrentes que son vecinas del Barrio Hotel Cañas, zona que se ha visto afectada debido a los daños y desastres ocasionados producto de la explotación desmedida e irracional del río Cañas.  Indican que desde hace 7 años la Dirección General de Geología y Minas otorgó una concesión para la explotación y extracción de materiales a la orilla del río, situación que ha provocado el cambio del cauce, aumento de su velocidad, sedimentación y erosión.  Como consecuencia de lo anterior, la comunidad de Barrio Hotel Cañas ha sido afectada por las inundaciones en época lluviosa, debiendo incluso abandonar sus hogares para salvaguardar sus vidas y la de sus familiares y a pesar de las denuncias que han planteado ante las autoridades recurridas, hasta ahora no han hecho nada. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Alcaldesa Municipal del Cantón Cañas, Guanacaste al Director de Geología y Minas,  a la Jefa del Registro Nacional Minero, a la Apoderada Generalísima sin límite de suma de Hacienda Santa Paula S.A.; a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones; y al Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Prevención del Riesgo y Atención de Emergencias,  que:  a.) coordinen lo necesario para que en el plazo de 2 meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, realicen una inspección coordinada exhaustiva en el Río Cañas, específicamente en la zona objeto de este recurso, y constaten si producto de la extracción de materiales de todas las autoridades aquí recurridas, se ha producido el daño ambiental alegado y si las concesiones otorgadas, cumplen las regulaciones legales, y en caso de que no se ajustaran a las determinaciones que el ordenamiento imponga deberán, de inmediato, actuar como en Derecho corresponda; b.) coordinen lo pertinente para que, en el plazo de 6 meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, realicen un estudio en las localidades Barrio Hotel de Cañas y Barrio La Libertad, que permita determinar si existen viviendas de pobladores a las orillas de un río que por sus condiciones naturales e historia se ha desbordado constantemente y si es así cumplir con lo que dispone el ordenamiento jurídico; c.) coordinen lo que se requiera para analizar si existe explotación irracional del recurso hídrico en la localidad ya mencionada, en caso de comprobarlo deberán adoptar las medidas pertinentes para combatir esa anomalía causando la menor afectación posible a los habitantes de ese lugar, esto último en el plazo de 6 meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia.CL

8768-09. SE ACUSAN PROBLEMAS AMBIENTALES QUE GENERA PLANTA DE  TRATAMIENTO DE AGUAS NEGRAS EN EL ROBLE DE PUNTARENAS.  Alega el recurrente que a consecuencia del colapso que ha sufrido la Planta de Tratamiento de Aguas Negras que se ubica en las inmediaciones de El Roble de Puntarenas y Jireth se expone a los vecinos del lugar a serios problemas de contaminación, producto de los malos olores y otros, lo que constituye un foco para la propagación de enfermedades tales como leptospirosis, shiguelosis, salmonelosis, hepatitis A. y B., entre otras,  tales como propagación de ratas y moscas. Que lo delicado del caso es que alrededor de dicha Planta se ubica un CEN CINAI, la Escuela de El Roble, la Iglesia Católica, un Polideportivo, un centro comercial, un Centro de Adaptación Social, casas de habitación y otras. Se declara parcialmente con lugar el recurso contra el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se le ordena al Jefe Cantonal del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados en Puntarenas lo siguiente: a) que en forma inmediata cumpla las recomendaciones dictadas por el Jefe de la Oficina Sub-Regional del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones en Esparza-Orotina, en el oficio ACOPAC-OSREO-398-08 del 13 de abril de 2009 y b) que en forma inmediata coordine con las autoridades del Ministerio de Salud las acciones necesarias para mitigar el problema de los malos olores provocados por el funcionamiento de la planta de tratamiento ubicada en El Roble de Puntarenas. CL

8715-09. MOVIMIENTOS DE TIERRA EN RELLENO SANITARIO DE RÍO AZUL. Indica la recurrente que el Ministerio de Salud y la Empresa WPP Continental, han violado lo dispuesto en resolución número 16632-2006 de la Sala Constitucional, pues han excedido el plazo que dio el Tribunal Constitucional para realizar el cierre técnico de Río Azul. Por otra parte, denuncia la recurrente, que están realizando movimientos de tierra en los cerros aledaños al terreno en el cual se encuentra el relleno sanitario. Aduce que estos movimientos ponen en peligro la seguridad y la salud de las personas, así como el ambiente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Tome nota la recurrente de lo dicho en el considerando III de esta sentencia. SL

8301-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR GRANJA PORCINA. Señala la recurrente  que es vecina de la comunidad de Picagres de Mora, y que desde el año pasado varios vecinos solicitaron al Ministerio de Salud y al Servicio Nacional de Salud Animal del Ministerio de Agricultura y Ganadería  la revisión y control del buen funcionamiento de una granja porcina, la cual está ubicada cincuenta metros del EBAIS.  Indica que en una sola ocasión vio llegar a funcionarios del SENASA quienes aparentemente dieron consejos, sin embargo su visita no dio frutos y no han vuelto a revisar el caso. Afirma que su salud y la de su familia se esta viendo deteriorada por el constante mal olor y los zancudos que brotan de las zanjas en donde cae la cerdaza. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8526-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR ALCANTARILLADO PLUVIAL. Señalan los recurrentes que  son ciudadanos de 93 años de edad y viven en San Antonio, Cantón Central de la Provincia de Alajuela.  Frente al inmueble en que viven y también frente a los predios colindantes, existe una cuneta de por donde discurren aguas pluviales pero despiden  fetidez. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a la Municipalidad de Alajuela, y se le ordena a la Alcaldesa Municipal de Alajuela, que de forma inmediata, y a partir de la notificación de esta sentencia, adopte las medidas efectivas, necesarias y oportunas que se requieran para resolver el problema de contaminación generado en el alcantarillado pluvial que pasa frente a la propiedad de los recurrentes. CL
8306-09. CONTAMINACIÓN DE NACIENTE POR DESVIÓ DE AGUAS. Manifiestan los recurrentes que son vecinos de Berlín de San Rafael de San Ramón de Alajuela, y usuarios de una naciente declarada en  concesión. Indican que la Municipalidad de San Ramón realizó un arreglo en la calle, con lo que hizo un desvío de aguas hacia la citada naciente, que en época de lluvias la contamina, y debido a las lluvias el agua sucia se ha introducido en sus casas. Señala que ese caserío no recibe ningún otro tipo de agua potable.  Menciona que aunque se presentaron denuncias para solucionar el problema, sin embargo, se desacató la orden de eliminar el paso de agua. Se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. SL
7976-09. DENUNCIA POR LA  INSTALACIÓN DE PLANTA DE TRATAMIENTO EN RESIDENCIAL DE PUNTA LEONA.  Manifiesta el recurrente que en el Residencial Sotavento, ubicado en Punta Leona, se instaló una planta de tratamiento sin los permisos municipales, ni lo estudios de impacto ambiental,  ni de salud.  Señala que dicha planta no cuenta  con la capacidad para tratar las aguas negras que recibe, con el agravante de que algunas de las casas de habitación, canalizaron las aguas pluviales, junto con las aguas negras y las envían al mismo tanque. Indica que los vecinos de esa localidad presentaron denuncia ante la Municipalidad de Garabito y al Ministerio de Salud, para que solucionaran el problema de la pestilencia que existía en los alrededores de esa planta, por lo cual para solucionar el problema optaron por instalar a la par de la planta,  un tanque de almacenamiento que recogiera los desechos sólidos y evitar así los malos olores. Agrega que tanto la Municipalidad  del lugar como el Ministerio de Salud han intervenido, sin que lograran solución alguna a dicho problema. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

 8008-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR PORQUERIZA. Aduce la recurrente, que en la comunidad de la Ceniza de Pérez Zeledón hay una porqueriza que genera malos olores,  que llegan hasta la localidad en que ella habita. Que la Asociación de Desarrollo que representa está preocupada por la situación, porque considera que se produce contaminación ambiental que pone en riesgo la salud de los que viven en la comunidad antes indicada.  Se declara con lugar el recurso, y se ordena al Ministro de Agricultura y Ganadería a.i. y al Director del Área Rectora de Salud de Pérez Zeledón del Ministerio de Salud, que cada uno dentro del ámbito de sus competencias y a más tardar dentro del improrrogable plazo de un mes calendario contado a partir de la comunicación de este pronunciamiento, deberá realizar las acciones que sean necesarias y la coordinación que fuere procedente para que la granja porcina Matava Sociedad Anónima, solucione las anomalías que presenta su sistema de tratamiento de aguas. Del mismo modo se ordena a ambos funcionarios, adoptar  y girar las medidas que fueren procedentes para dar control y seguimiento a esa granja a fin de que su operación se ajuste a la normativa existente en la materia. CL

7948-09. PROBLEMAS QUE GENERA ARREGLO DE CALLES EN NICOYA. Indican los recurrentes que se pretende realizar un proyecto de pavimentación de la ruta Belén de Nosarita-Caimital, el cual constituye un tramo de aproximadamente ocho kilómetros de distancia. Alega que como  requisito para la inversión, se requiere que la carretera tenga como mínimo catorce metros de ancho; situación que afecta el derecho de propiedad de los habitantes del lugar, por cuanto desde que adquirieron los inmuebles el ancho demarcado, es inferior al que se solicita para llevar a cabo la obra. Acusan que a pesar de lo descrito se iniciaron los actos preparatorios a efectos de construir dicho camino; entre ellos, la corta de árboles -incluyendo las especies nativas como el pochote- y la limitación de los transeúntes por el lugar, las cuales causan un desequilibrio ambiental considerable. Sostienen que en los últimos días se les informó que debido a las obras los vecinos no tendrán suministro de agua potable por al menos una semana. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8039-09. CONTAMINACIÓN SÓNICA GENERADA POR INSTALACIÓN DE CANCHAS DE FUTBOL 5, EN CORONADO. Manifiesta el  recurrente que vive junto a su familia en Patalillo de Coronado, zona catalogada dentro del plan regulador del cantón como "zona residencial de alta densidad, cuyo propósito según dicho plan es "permitir continuar e intensificar el uso residencial, demarcado en el mapa de Zonificación.  Señala que su propiedad colinda con el Complejo Deportivo Tarimas, el cual consistía hasta hace unas semanas en una única cancha de fútbol 5 al aire libre, delimitada por una red que rodea todo el perímetro y la parte superior de ésta y una tarima, con los consecuentes problemas de ruido generados por la actividad deportiva y el público asistente, que evidentemente no se ven confinados por la red.  Indica que posteriormente observó trabajos de remodelación cuyo objetivo era crear dos canchas más de fútbol 5, una de las cuales actualmente se encuentra operando a pesar de no contar con los permisos respectivos y no tener ningún tipo de diseño estructural que confine el ruido.  Para terminar de complicar la situación, en el sitio funciona un estacionamiento de carga pesada que tampoco cuenta con los permisos correspondientes.  Agrega que el 27 de octubre de 2008 interpuso un reclamo ante el Área Rectora de Coronado del Ministerio de Salud, el cual no se ha resuelto a la  fecha y Producto de ese reclamo se recibió en dos ocasiones a los inspectores de salud quienes realizaron mediciones sónicas en su residencia, pero en ambas ocasiones, el promedio de los valores oscilaron por debajo del límite legal, por lo que ellos manifestaron que no había nada que pudieran hacer. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Coronado, tomar inmediatamente las medidas necesarias y correspondientes a efectos de que en ningún momento el ruido producido por el "Complejo Deportivo Las Tarimas" sobrepase los niveles de sonido permitidos. Así también se ordena al Alcalde Municipal de Coronado, definir un horario de funcionamiento para el local, atendiendo a las prescripciones sobre la materia, y evaluar si las instalaciones físicas son capaces de confinar el ruido, especialmente en horarios nocturnos. Esto, en e plazo de QUINCE DIAS, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, debiendo informar el resultado de esas diligencias a la Sala. CL

 8031-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR DESCARGA DE AGUAS NEGRAS Y PLUVIALES EN CHACARITA DE PUNTARENAS. Aduce el recurrente que actualmente existe un problema de contaminación generado por la descarga de aguas negras y pluviales en las calles públicas de Carrizal de Puntarenas, principalmente en el perímetro en donde se encuentra el Área de Salud 4 de Chacarita en donde cada año se inunda por falta de alcantarillado, además se constituye en fuente de contaminación y propagación de enfermedades como la malaria, dengue, lepotospira, shigella, salmonera, lo que podría provocar  accidentes de aquellos que buscan una atención médica. Se declara con lugar el recurso, únicamente contra la Municipalidad de Puntarenas. Se ordena a la Presidenta Municipal de Puntarenas, y a la Alcaldesa Municipal de Puntarenas, que adopten las medidas necesarias para que dentro de un término de seis meses, contados a partir de la notificación de la presente sentencia, solucionen el problema de evacuación de las aguas pluviales en el sector  del Área de Salud 4 de Chacarita. CL

7519-09. DENUNCIAS POR CACERÍA ILEGAL EN LA RESERVA FORESTAL GOLFO DULCE. Alega el recurrente que ha venido denunciando desde hace varios años ante diferentes dependencias del Área de Conservación Osa (ACOSA) y del Ministerio recurrido innumerables infracciones cometidas contra la fauna silvestre en la Reserva Forestal Golfo Dulce y otras áreas públicas y privadas destinadas a la conservación del ambiente en el cantón de Osa. Indican que dentro de esas infracciones destacan la constante y creciente actividad de cazadores ilegales que ingresan sin permiso a las áreas protegidas portando armas, perros y demás implementos de caza, igualmente proceden a capturar animales silvestres, incluyendo diversas especies amenazadas o en peligro de extinción; por lo que ha presentado las respectivas denuncias desde el año 2000, en donde denunció ante las autoridades de MINAET de la Reserva de Golfo Dulce, la constante actividad de los cazadores en su finca, en otras fincas privadas destinadas a la conservación y en terrenos que forman parte del Patrimonio Natural del Estado en los sectores de Fila del Aguacate, Taboga y Taboguita, también denunció la existencia de "toures de caería" a través de los cuales cazadores foráneos son llevados por pobladores locales a la práctica de la caería ilegal; que a pesar de las múltiples denuncias  la autoridad recurrida  no ha atendido las denuncias mencionadas. Se declara parcialmente con lugar el recurso, y se le ordena a la Directora del Área de Conservación de Osa, lo siguiente: a) Dar atención y respuesta a todas las denuncias que ha presentado el recurrente y comunicarle los resultados de las actuaciones efectuadas en torno a cada una de ellas, en el plazo de diez días hábiles contados a partir de la comunicación de esta resolución.  b) Dar atención inmediata a las denuncias que se presenten a la dependencia que dirige, por vulneración del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, con el fin de verificarlas o descartarlas, de forma tal que no se vuelvan a producir situaciones como la aquí alegada; para tal fin deberá promover la coordinación necesaria, con las instituciones que correspondan, a fin de dotar a su unidad del soporte económico necesario para ejercer esas labores de forma más eficiente y eficaz. CL Parcial

7520-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR QUEMA DE BASURA EN CHACARITA DE PUNTARENAS. Aduce el recurrente que la Municipalidad de Puntarenas tiene la mala práctica de quemar basura, sin regulación alguna, en un lote baldío que se encuentra en Chacarita de Puntarenas, en el lugar conocido como la "Vuelta de Chacarita. Que por ese sitio transitan toda clase de vehículos, que se ponen en riesgo, además de que las casas se pueden ver afectadas por un incendio provocado por esa práctica, máxime que con las humaredas que se producen, se contamina el ambiente y se afecta a la ciudadanía, la cual queda expuesta a enfermedades respiratorias. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Alcalde Municipal del Cantón Central de Puntarenas y al Coordinador del Departamento de Servicios Municipales de la Municipalidad del Cantón Centradle Puntarenas que de inmediato giren orden escrita a los funcionarios que se encargan del aseo de vías en Puntarenas, para que no quemen la basura y desechos que son recogidos en la vía pública, bajo apercibimiento de las sanciones disciplinarias a las que se exponen en caso de desobediencia. CL

7522-09. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR MALOS OLORES PROVENIENTES DE PROPIEDAD COLINDANTE. Manifiesta la recurrente que ha presentado distintas denuncias ante la autoridad recurrida, a fin de que le resuelvan un problema de contaminación, que ocasiona un tubo de PVC que se encuentra en la casa de habitación de su vecino, de donde surgen fuertes olores y excremento humano, por lo que tal situación la afecta directamente, pues el fuerte olor se filtra en su vivienda. Se declara con lugar el recurso,  y se le ordena a la  Directora del Área Rectora de Salud de Tibás, Ministerio de Salud, que dentro del plazo de QUINCE DÍAS contado a partir del recibo de esta comunicación, se realicen por parte de las autoridades locales de salud de Tibás todas las acciones técnicas y administrativas que el caso amerite, incluyendo las necesarias  en ejercicio de su poder de policía, para solucionar el problema ambiental por malos olores que afecta a la amparada y que ha sido objeto de este amparo. CL.

7526-09. OBSTRUCCIÓN DE DESAGÜES Y ALCANTARILLAS EN LOS GUIDO DE DESAMPARADOS. Indican los recurrentes que son vecinos de Los Guidos, Sector 2, e indican que la Municipalidad de Desamparados permitió que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados realizara trabajos que provocaron la obstrucción de los desagües y alcantarillas en el sitio, por la irresponsabilidad con que se realizaron los trabajos de cañería. Como consecuencia de ello, cada vez que llueve el lugar sufre inundaciones en que se mezclan aguas pluviales, jabonosas, de alcantarilla y negras, así como basura. Esto representa una grave amenaza para su salud, su seguridad y la de sus bienes, ya que las aguas anegan sus casas y ponen en especial riesgo las vidas de los niños, adultos mayores y personas con discapacidad. Por esa razón, han solicitado reiteradamente la intervención de la Municipalidad de Desamparados para que resuelva el problema, sin obtener éxito alguno. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto se dirige contra  la Municipalidad de Desamparados, y se le ordena a la Alcaldesa de Desamparados, adoptar en forma inmediata las medidas pertinentes para que se ejecuten  las obras de entubamiento o construcción de canales necesarias, en coordinación con el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados que desarrolla la III etapa de la red de recolección en el sector de Los Guido y que consiste en  la construcción del colector San Miguel. Asimismo, deberá la Alcaldesa recurrida también en forma inmediata girar las órdenes necesarias para  eliminar los desechos que se acumulan en  los caños y zanjas existentes en el sector en que habitan los amparados;  a efecto de evitar taponamiento y que las aguas se salgan de su cauce, provocando las inundaciones señaladas por los recurrentes. CL

7536-09. TALA DE ÁRBOLES E INVASIÓN DE TERRENOS EN ASENTAMIENTO CUARROS DE TARCOLES ZONA DE RESERVA NATURAL. Aducen los recurrentes que en el distrito de Tárcoles de Garabito se ubica el asentamiento campesino denominado Cuarros, formado hace muchos años a partir de un proyecto de parcelación del Instituto de Desarrollo Agrario.  El servicio de suministro de agua potable a dicha comunidad lo presta la Asociación del Acueducto del Asentamiento de Cuarros de Tárcoles. La fuente de abastecimiento la constituye una naciente principal ubicada en una zona de reserva natural declarada por el Instituto de Desarrollo Agrario (IDA) que forma parte de la parcela No. 69 del mismo asentamiento y que abarca un área de aproximadamente dos hectáreas. Los recurrentes manifiestan que reiteradamente han denunciado tanto en el IDA como en el MINAE que en la reserva se han producido actos que atentan contra ese recurso natural, tales como tala ilegal de árboles y la invasión de los terrenos donde se ubican las nacientes, pero esas denuncias no han sido atendidas, ni por el IDA  ni por el MINAE, quienes no han realizado ninguna investigación, ni gestión alguna para proteger la reserva donde se ubica la fuente de abastecimiento de agua potable.  Manifiestan los recurrentes que esa inactividad institucional los perjudica gravemente, dado que mientras en la reserva continúen talando árboles y apropiándose de las áreas de las nacientes, a muy corto plazo no solo no va a existir esa reserva, sino que los habitantes del asentamiento se quedarán sin el preciado líquido. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario, que en FORMA INMEDIATA tomen las medidas y giren las instrucciones que sean precisas para que se solucione definitivamente el problema que denunciaron los recurrentes. CL

7540-09. NIEGAN PARTICIPACIÓN EN AUDIENCIA PUBLICA DEL PROYECTO PARQUE DE TECNOLOGÍA AMBIENTAL GALAGARZA. Indica la recurrente que es vecina de Miramar de Montes de Oro, cantón en donde la empresa EBI pretende construir un supuesto relleno sanitario, contiguo al botadero de Sagala, que tiene muchos años de operar ilegalmente, sin permiso municipal y sin permiso sanitario de funcionamiento del Ministerio de Salud. Agrega que la recurrida en el ejercicio de sus competencias, señaló la celebración de la audiencia pública que ordena la ley para el pasado sábado 21 de febrero de 2009. Que durante el período de comentarios del “público”, envió una consulta para que le fuera analizada y evacuada dirigida a los problemas que han existido en esos rellenos y en las comunidades vecinas. No obstante, aduce que al momento de iniciar su participación, la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, le impidió el uso de la palabra, indicándole que no podía referirse a otros proyectos, ya que la audiencia estaba diseñada solo para hablar del proyecto de Sagala. Estima que esta situación fue arbitraria y violatoria de sus derechos fundamentales. Considera que se debe suspender el dictado de una resolución final dentro del expediente en discusión, hasta que este recurso se resuelva en definitiva. Estima que la citada audiencia debe ser anulada, al no habérseles garantizado una participación equitativa, racional y objetiva a todas las partes interesadas. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia, se anula la audiencia pública del "Proyecto Parque de Tecnología Ambiental Galagarza", efectuada el veintiuno de febrero de dos mil nueve dentro del expediente administrativo número 1375-07-SETENA. Se ordena a  la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, realizar las gestiones que se encuentren dentro del ámbito de su competencia para que dentro del plazo de quince días, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se reprograme la celebración de la mencionada audiencia, en la cual se deberá garantizar a todas las partes el derecho de participación en forma plena. CL
BANCARIO 
9042-09. IMPIDEN APERTURA DE CUENTA DE AHORROS. Aduce el recurrente que se presentó a una agencia del Banco Nacional en Alajuela con la finalidad de abrir una cuenta de ahorros con su respectiva tarjeta de débito, sin embargo la funcionaria que lo atendió interpuso la dificultad de atender su solicitud, pues encontró una cuenta de hace unos 32 años sin cancelación. Indica que a raíz de lo anterior, presentó una gestión ante la Dirección Regional de Crédito del Banco Nacional, tendente a que se anulara todo antecedente con ese banco, con el fin de abrir una cuenta de ahorros con su respectiva tarjeta de débito. Señala que por medio de oficio el Director Regional Central del Banco Nacional dio respuesta a su gestión en el sentido de que los registros del Banco señalan que tiene una deuda y debe cancelarla. Se declara con lugar el recurso y se le ordena al Director Regional-Gerente Oficina Principal del  Banco Nacional de Costa Rica, proceder a la apertura de cuenta de ahorros del amparado, si otra causa legítima no lo impide. CL
6870-09. BANCO POPULAR SE NIEGA A RECIBIR DEPOSITO, POR NO ACTUALIZACION DE DATOS. Alega el recurrente que se presentó al Banco Popular y de Desarrollo Comunal, hacer un depósito y que le fue negada la gestión, en vista de que las personas dueñas de las cuentas, no se habían presentado personalmente a "actualizar sus datos". Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano el recurso. RP
7945-09. CIERRE DE CUENTA BANCARIA POR NO ACTUALIZAR DATOS. Alega el recurrente que el Banco Popular y de Desarrollo Comunal tomó la decisión de cerrar la cuenta de toda persona usuaria de los servicios bancarios, que no aporte los documentos que requiere el programa “conozca a su cliente”, con base en la Ley N° 8402. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
7606-09. BANCO NACIONAL NIEGA A PERSONA NO VIDENTE, FIRMAR CON LA HUELLA DACTILAR. Manifiesta el recurrente que es una persona no vidente, razón por la que no firma documentos. Que en ocasiones debe apersonarse a diferentes oficinas a realizar gestiones y transacciones, oportunidades en que -dado su discapacidad física- debe estampar su huella digital. Sin embargo, en las oficinas de las accionadas se niegan a aceptar su huella digital en sustitución de la firma, indicándole que un tercero debe realizar las gestiones en su nombre. Afirma que dicha disposición es discriminatoria, toda vez que debe necesariamente depender de alguien para poder realizar sus gestiones, amén de que los recurridos están obligados a instalar mecanismos que le permitan integrarse adecuadamente a la sociedad.  Se declara con lugar el recurso únicamente en contra del Banco Nacional de Costa Rica, y se le ordena al Gerente General del Banco Nacional de Costa Rica,  tomar las providencias necesarias a fin de que al amparado se le permita firmar mediante la impresión de su huella dactilar. En cuanto a la Caja Costarricense de Seguro Social, se declara sin lugar el amparo. Los Magistrados Jinesta y Abdelnour salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.- El Magistrado Vargas consigna nota. CL

7892-09. SE NIEGA CREDITO BANCARIO Y NO SE DAN LAS RAZONES EXPRESAS. Alega el recurrente que hace varios años su representada inició y ha venido desarrollando un proyecto turístico conocido como "Camping Los Cascabeles". Dicho proyecto se encuentra ubicado en Pijije de Bagaces,  Guanacaste. Refiere que en un principio el banco recurrido accedió financiar las obras, posteriormente decidió denegar el giro de los recursos del crédito. Debido a lo anterior, solicitó a los accionados copia de los estudios e investigaciones en los que supuestamente sustento la decisión de denegar el giro de los recursos del crédito, pero le fue negada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO A LA EDUCACIÓN

8791-09. ORDENAN A CIPET, RESPETAR DIA SABADO DE ESTUDIANTE ADVENTISTA. Manifiesta el recurrente que su representado es Adventista del Sétimo Día y en su religión se les enseña a guardar el día sábado como reposo, ya que así lo enseña la Biblia, por lo que durante el lapso de 24 horas no trabajan, ni asisten a las actividades académicas o centros de diversión. Señala que dicha situación es conocida por el Centro de Investigación y Perfeccionamiento para la Enseñanza Técnica (CIPET), ya que una ocasión se le permitió matricular cursos por tutoría para no asistir los sábados a dicho centro educativo. Sin embargo, al solicitar que se programaran dos asignaturas y la práctica docente para un día que no fuera viernes después de las 5 de la tarde, ni sábado antes de las 6 de la tarde, se le informó que "…los docentes que imparten estos cursos son profesores activos, los cuales laboran de lunes a viernes y el día sábado es el día en el cual pueden asistir a impartir este curso…", por lo que se rechazó su petición. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Consejo Técnico del Centro de Investigación y Perfeccionamiento para la Educación Técnica, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para adecuar el horario de las asignaturas Comercio Internacional, Salud Ocupacional y Práctica Docente que debe cursar el recurrente, de tal  manera que no se le impida disfrutar del día de reposo devocional de su credo -del ocaso del día viernes al ocaso del día sábado-. CL
8788-09. AUSENCIA DE  DOCENTE EN CENTRO EDUCATIVO  DE NICOYA. Aduce la recurrente que es madre de una menor que asiste al jardín de niños Omar Dengo Guerrero de Santa Ana de Nicoya, Guanacaste. Que  a la docente le hicieron un reajuste en propiedad y la envían a otra institución. Para el presente curso lectivo, la matrícula bajó a 8 niños, sin embargo la proyección para el próximo curso es superior. La recurrente cuestiona y se preocupa por lo que sucederá con los niños que actualmente reciben las clases en el Centro Educativo y además le preocupa el cierre del código de esta plaza. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto el cierre de código presupuestario de profesor de educación preescolar en la Escuela Omar Dengo Guerrero, de la Dirección Regional de Nicoya. Se ordena al Director General de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que dentro de las veinticuatro horas posteriores a la comunicación de esta resolución, continúen las lecciones en el jardín de niños de esa Escuela, restableciendo las condiciones anteriores al hecho que motivó el presente amparo. CL

8561-09. NIEGAN APERTURA DEL CURSO LECTIVO PARA SÉTIMO AÑO Y PRIMARIA EN COMUNIDAD INDÍGENA. Alega el recurrente que  el Colegio CINDEA, se construyó en beneficio de la comunidad Maleku de Guatuso. Que actualmente el Ministerio de Educación Pública no autoriza la apertura de sétimo año ya que sólo son veinte estudiantes y se les está exigiendo treinta y cinco. Que además, no autoriza la apertura de primaria, pues sólo hay tres estudiantes. Que sus solicitudes han sido muchas, pero no han sido escuchados, perdiendo sus hijos días de clase  al no haberse autorizado la apertura de los cursos indicados.  Se declara con lugar el recurso, y se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que debe tomar de forma inmediata a partir de la comunicación de esta sentencia, debe realizar las acciones administrativas que sean necesarias para que los estudiantes del centro educativo CINDEA de Guatusos continúen en forma ininterrumpida el proceso de aprendizaje. CL

8566-09. AUSENCIA DE NOMBRAMIENTOS EN ESCUELA DE GOLFITO.  Alega  la recurrente que en  la Escuela Km 1 de Golfito,  a esta fecha del curso lectivo, no han nombrado a los maestros de música o física, lo cual lleva a desorganizar la rutina de los niños y sus horarios. No existe orientador y aún cuando la maestra del segundo B está incapacitada, no han nombrado un docente que la sustituya. Afirma que no tienen guarda de seguridad, por lo que constantemente se meten a robar dentro de la escuela. Que por esas razones el dos de marzo anterior, el Comité de padres de familia entregó una carta al director, pero la situación no ha variado, todo en perjuicio de los derechos fundamentales de los menores escolares. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Ministro y Director de Recursos Humanos, ambos del Ministerio Educación Pública, disponer lo necesario para que, a la mayor brevedad posible, se llenen las plazas de Orientador y Agente de Vigilancia y Seguridad, aún vacantes en la Escuela Kilómetro Uno de Golfito. CL
8569-09 .DENUNCIA POR AGRESIÓN DE ESTUDIANTE. Indica el recurrente que el nueve de abril del año pasado la amparada fue agredida físicamente por parte de un profesor y ese mismo día planteó formal denuncia ante las autoridades correspondientes; no obstante, a la fecha no se ha resuelto nada en relación con dicha denuncia a pesar de su insistencia en el asunto, con el agravante de que la amparada y sus hermanos deben recibir lecciones con el mismo profesor porque, según el Director de la institución, pueden perder el año si no lo hacen. Se declara CON LUGAR el recurso por violación al derecho de obtener justicia pronta y cumplida. En consecuencia se ordena al MINISTRO DE EDUCACION PUBLICA : a) Que dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias se tomen de manera inmediata las medidas necesarias, efectivas y oportunas para que el proceso administrativo disciplinario seguido contra el profesor de Educación Física de la Escuela Esmeralda Oreamuno Jiménez de la Isla de Moravia, reciba el impulso procesal de oficio necesario, a fin de que se dicte el acto final dentro del plazo de UN MES desde la notificación de esta sentencia, si es que no se ha hecho aún. b) Que se tomen de manera inmediata las medidas necesarias, efectivas y oportunas para que se resguarde la integridad física y psicológica de la amparada, si es que no se ha hecho aún. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
8970-09. BANCO PRIVADO LE NIEGA INFORMACIÓN  RELACIONADA CON CRÉDITOS FINANCIEROS. Indica el recurrente que remitió por medio del sistema de fax una nota dirigida al Administrador de la Junta Liquidadora recurrida,   en la cual solicitó la información de los créditos, activos, pasivos, así como información y datos diversos a cargo y pertenecientes al petente y a sus representadas, con el fin de analizar y presentar la propuesta solicitada por la misma Junta Liquidadora. Que en respuesta a la solicitud de información, se le comunicó que la Junta Liquidadora de Banco Elca acordó ejecutar las garantías de las obligaciones de sus representadas, negándose a brindarle la información y datos solicitados. Señala que la negativa de la Junta Liquidadora de brindarle la información y datos solicitados no le ha permitido analizar su situación financiera ni la de sus representadas, lo que evidentemente les imposibilita para presentar una propuesta de pago. Se declara sin lugar el recurso. Ocurra el recurrente ante la Junta Liquidadora y, en su caso, ante la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, de conformidad con lo previsto en el artículo 166 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional. SL

9021-09. NIEGAN SOLICITUD DE FOTOCOPIA CERTIFICADA DE CONTRATO. Aduce el recurrente que solicitó información a la recurrida sobre el proyecto de electrificación Trifásico, además, solicitó fotocopia certificada del contrato suscrito entre la recurrida y el tercero beneficiado por dicho proyecto. No obstante, la Gerencia General de la Cooperativa recurrida, le denegó la citada solicitud, bajo el argumento de que la recurrida es una persona de derecho privado. Se declara con lugar el recurso, y se le  ordena al Gerente General de la Cooperativa de Electrificación Rural de San Carlos R.L., que le entregue al recurrente copia del contrato suscrito con la empresa Industrias Infinito S.A. y que tiene relación con el desarrollo de un proyecto de electrificación trifásico en la zona. Lo anterior, a costo del amparado y previa discriminación de la información confidencial de la empresa en cuestión.  CL
7931-09. LE NIEGAN VIDEO DE SEGURIDAD EN PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que por falta de cuidado dejó en la faja de detección de metales del edificio de los Tribunales de Justicia del Segundo Circuito Judicial de San José, un bulto pequeño de cuero conocido comúnmente como "mariconera", el cual contenía su billetera, tarjetas de crédito y ciento dos mil colones en dinero en efectivo, posteriormente, acudió a retirar el bulto y constató que de la billetera habían sido extraídos cien mil colones del dinero que contenía, siendo que por lo avanzado de la hora no se pudo comunicar con la administración del edificio, ni con la jefatura de seguridad.  Indica que el día siguiente en horas de la mañana se apersonó a la Oficina de Administración, donde se negaron a mostrarle el video donde aparece grabado el momento en que incurrió en el olvido de sus pertenencias y lo que sucedió después cuando aparentemente alguien se retiró con su bulto, regresando luego al sitio de la banda a dejar el mismo. Estima que el video solicitado es de vital importancia para su reclamo tanto en la vía administrativa como en la penal. Acusa que el Subjefe recurrido le señaló que lo solicitado se trataba "de información confidencial y que solo con orden judicial se la entregará". Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Vargas salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
7556-09. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE. Manifiesta el recurrente que el dieciséis de febrero del presente año secretaría municipal de San José le denegó la copia literal y gravada de las audiencias y le impidió el acceso a toda la prueba testimonial y confesional evacuada en la Audiencia Oral y Privada en Proceso Ordinario Administrativo incoado en contra de la Comisión de Festejos Populares de San José. Considera que es víctima de persecución política por ser regidor de un partido político que le adversa. Requiere la entrega inmediata y completa, por escrito y en grabación, de las actas de las audiencias orales y privadas llevadas a cabo.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de San José que, de inmediato, garantice al recurrente el acceso al expediente administrativo que se tramita contra los miembros de la Comisión de los Festejos Populares de San José 2003-2004, así como a la prueba solicitada por el amparado. CL

DERECHO A LA SALUD

8694-09. MEDICAMENTO. Aduce el recurrente que fue  diagnosticado con "Trombosis Mesentérica", por lo que fue operado y se le retiró 2.7 metros del intestino delgado. En razón de lo anterior recibe una dosis al día de un medicamento denominado "Wasfarina" el cual lo utiliza para la coagulación sanguínea. Indica que actualmente tiene 4 semanas de que la Caja Costarricense de Seguro Social no le suministra el medicamento denominado "ENBREL" (Etanercept) el cual lo utiliza para el tratamiento de la "Artritis Reumatoide Severa", ya que se le informó que "no hay existencia", pese haber entregado la receta correspondiente, por lo que el problema se agrava ya que dicho medicamento no es sustituible según le indicó el especialista, es de alto costo y no se encuentra disponible en el mercado farmacéutico nacional, aparte que debe de usarlo de por vida. Señala que la falta de administración del mencionado medicamento afecta gravemente su salud ya que se le obliga a permanecer mucho tiempo acostado y se ve imposibilitado a realizar labores físicas, aparte de soportar fuertes y molestos dolores. Se declara con lugar el recurso. Se ordena  a la  Directora a.i. de la Farmacia del Hospital Dr. Rafael Angel Calderón Guardia de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que correspondan para que le sea suministrado al amparado, de forma inmediata,  el medicamento Etanercept (ENBREL)  prescrito por su médico tratante, y adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presenten desabastecimientos de los medicamentos citados, en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público. CL

8897-09. MEDICAMENTO. Aduce el recurrente que el amparado es una persona de 80 años de edad, que hace 3 días fue operado del corazón para ponerle un marcapasos; no obstante, tiene pendiente otra cirugía para la puesta de dos resortes en virtud de la obstrucción de sus arterias. Explica que en atención a su padecimiento, debe tomar una serie de medicamentos, entre ellos Plavix de 75 mgs, cuyo valor en el mercado es de 20.000.00 colones, por el tratamiento de 15 días. Refiere que es una persona de escasos recursos, que no puede adquirir por su propia cuenta esa medicación y  la Clínica Solón Núñez argumenta que no se lo pueden dar porque no hay y no tienen planificada su compra. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, adoptar las medidas necesarias y girar las instrucciones correspondientes para que al amparado, se le suministre de inmediato y de acuerdo con la regla del consentimiento informado, el tratamiento de Plavix, conforme le fue prescrito por el Servicio de Cardiología del mismo Hospital.  CL
8898-09. MEDICAMENTO. Indica la recurrente que hace seis años se le diagnosticó cáncer de mama en el Hospital de Alajuela, por lo que fue referida al Hospital México, donde ha recibido atención y tratamientos desde entonces.  Señala que en marzo del año en curso se le suspendió la quimioterapia para cambiarle a un tratamiento que se llama vinorelbine, recomendado por la doctora.  Dicho tratamiento no fue aprobado por la Junta de Salud del Hospital México, ni por el Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, por lo que ella se quedó sin tratamiento alguno durante dos meses, lo que le ha causado muchos problemas de salud. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director de la Dirección de Farmacoepidemiología y Coordinador del Comité Central de Farmacoterapia y a la Gerente Médica ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que, en el momento en que el médico tratante de la amparada, de Oncología Médica del Hospital México de la Caja Costarricense de Seguro Social así lo indique, se  le entregue a la amparada el medicamento vinorelpina, bajo su estricta responsabilidad.   CL
8351-09. NIEGAN ATENCIÓN MÉDICA EN EL INS POR FALTA DE ESPECIALISTA. Indica la  recurrente  que desde octubre del dos mil ocho su padre fue referido al Instituto Nacional de Seguros para ser valorado, ello en razón de que en una placa de rutina realizada en su lugar de trabajo se encontró una mancha en sus pulmones. En razón de lo anterior, se le otorgó una cita en el Instituto recurrido para el diecinueve de noviembre del año pasado. En esa oportunidad el médico que le atendió le ordenó la práctica de unos exámenes y le indicó que llamara en el mes de diciembre para confirmar fecha de la próxima cita en neumología; no obstante, no se le ha dado, porque el Instituto recurrido no cuenta actualmente con neumólogo. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Subgerente del Instituto Nacional de Seguros, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes, a fin que el amparado sea valorado inmediatamente por un profesional especialista en neumología, de lo cual se deberá informar a la Sala Constitucional. CL

8350-09. SERVICIOS SANITARIOS DE LA FACULTAD  DE AGRONOMÍA DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA, NO CUENTA CON  PAPEL HIGIÉNICO Y  JABÓN PARA PREVENIR LA EPIDEMIA DE LA GRIPE.  Manifiesta ell recurrente que actualmente hay epidemia de gripe y alerta OPS. Señala que está contagiado de gripe -normal- y no tiene tratamiento, razón por la cual por precaución utiliza "cubre bocas" y toma mucho líquido. Acusa que el día de hoy, se vio en la necesidad de utilizar los servicios sanitarios de la Faculta de Agronomía de la Universidad de Costa Rica; no obstante, corroboró que en dichas instalaciones no colocan papel higiénico ni jabón para lavarse las manos, argumentando que por ser de uso público los mismos son sustraídos. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Decano de la Facultad de Ciencias Agroalimentarias de la Universidad de Costa Rica,  realizar las acciones necesarias para que en los servicios sanitarios de Facultad que dirige se disponga de papel higiénico y jabón de forma permanente, lo anterior deberá realizarlo de manera inmediata a partir de la COMUNICACIÓN de esta sentencia. CL
8186-09. NIEGAN CIRUGÍA DE BYPASS GÁSTRICO. Manifiesta la recurrente que hace cuatro años empezó a realizarse múltiples exámenes y a visitar a diferentes especialistas del hospital Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, con el objeto de hacerse un bypass gástrico, ya que después de sufrir una severa neumonía y asma crónica, en el Departamento de Neumología de ese centro de salud la refirieron para cirugía bariática. Que hace casi tres años después de hacerse todos los exámenes requeridos se le dio la orden de internamiento, el 14 de setiembre del 2006, y le dijeron que pronto la llamarían, pero nunca la tomaron en cuenta para esos efectos.  Agrega que la obesidad le ha causado múltiples problemas  salud,  a finales de julio del año pasado, estuvo internada casi una semana en cuidados intensivos. Finalmente, se le indicó que El doctor que la atendió  en Cirugía General, le dio una referencia para  que  de nuevo  le practiquen  el bypass y luego eliminar las dos hernias,  pero la secretaria que supuestamente le iba a dar la cita, le dijo que le habían dado la orden de no tramitar ninguna referencia de cirugía baríatica, ya que ese programa se había cancelado por falta de fondos. Se declara con lugar el recurso y se le ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, girar las órdenes e instrucciones correspondientes, para que en el caso de la recurrente, dentro de UN PLAZO NO MAYOR DE DOS MESES, a partir de la notificación que se le hará de esta resolución, se determine médicamente cuál debe ser el plan o programa al que finalmente debe ella someterse, para lograr la curación que necesita. CL
8209-09. NIEGAN MEDICAMENTO A INDOCUMENTADO EN LA CCSS.  Indica el recurrente que está altamente contagiado de influenza, gripe, por lo que procuró ser atendido en emergencias de la clínica recurrida y no lo logró hasta la tercera oportunidad, que fue atendido y se le llenó la nota para emergencias y luego el reporte de "indocumentado" para validación de derechos. Que en la ventanilla de Validación de Derechos, se negaron a firmar el acto de que se le atendió y le niegan la posibilidad de firmar factura para obtener la atención de la Farmacia, alegando que lo suyo no es una emergencia y que además tiene una factura pendiente. Que no ha dejado de ser asalariado asegurado durante los últimos siete años, sin embargo por cambio de patrono y un mes de desempleo no aparece en planilla. Que recurre por cuanto no se le quiso registrar el hecho de la atención médica recibida, y el condicionamiento al pago previo para la emisión de la receta por medicamentos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora Médica de la Clínica Dr. Solón Núñez Frutos, disponer las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias para que de inmediato se elimine de la base de datos de la Clínica la existencia de una factura pendiente de cobro a nombre del recurrente por la atención médica recibida el veintinueve de noviembre de dos mil ocho, así como se emita, tramite y suministre, la receta médica que pudiere corresponderle por la atención médica recibida el treinta de abril de dos mil nueve.CL

8267-09. NIEGAN TRATAMIENTO DE RADIOTERAPIA. Aduce el recurrente que su esposa padece de cáncer en el estómago. Explica que el tratamiento para tratar la enfermedad  ha tenido lugar en el Hospital recurrido, pues allí fue intervenida quirúrgicamente, y además, se inició la aplicación de quimioterapia en el mes de febrero de 2009. No obstante, debía continuarse con radioterapia, este tratamiento no fue suministrado pues según dicen los médicos, falta un estudio, empero, de conformidad con el informe de otro galeno, éste puede ser sustituido por el TAC, con lo cual debe procederse con esa medicación. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Director Médico, y a la Jefe del Servicio de Cirugía y de la Especialidad de Oncología, ambos del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez, que dispongan INMEDIATAMENTE las gestiones que sean necesarias para brindarle a la amparada, el tratamiento dispuesto por sus médicos tratantes como consecuencia del cáncer gástrico que le fue diagnosticado, bajo la responsabilidad de estos últimos. CL

8269-09. MEDICAMENTO. Indica el recurrente que se le diagnosticó como portador de Mieloma Múltiple Ig G en recaída, y a partir de ese momento fue medicado con Melfalán y Prednisona, posteriormente con Talidomida y Dexametasona, medicamentos todos que fueron descartados debido a las reacciones negativas que le causaron.  Luego de agotar todos los esquemas de tratamientos, se solicitó el medicamento Bortezomid (Velcale) al Comité Local de Farmacoterapia del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia y fue rechazado.  Nuevamente se solicitó el 20 de marzo del año en curso al Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, donde se le comunicó al Secretario del Comité Local de Farmacoterapia del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia que este caso queda en curso de análisis hasta sesión conjunta con especialistas en Hematología. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Coordinador del Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Director General, al Jefe de la Sección de Medicina, al Jefe del Servicio de Hematología, y a la Directora a.i. del Servicio de Farmacia, todos del Hospital Dr. Rafael Calderón Guardia,  realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato se proporcione al amparado el medicamento Bortezomib, conforme los criterios de su médico tratante.CL
7782-09. MEDICAMENTO. Aduce el recurrente que sufre de Vértigo de Menierie. Que el veintitrés de marzo de dos mil nueve tuvo que ser atendido de forma inmediata por el Otorrinolaringolo  en virtud de dicho padecimiento. Que inmediatamente y sin dilación alguna, su médico le prescribió Nimotop y Vontrol para tratar su enfermedad. Que el medicamento denominado Nimotop le fue entregado una semana después de la consulta con su médico tratante; sin embargo, a la fecha el otro medicamento no lo ha recibido. Que la Farmacia de la Clínica recurrida le ha manifestado que no existe respuesta por parte de las autoridades administrativas correspondientes, que son los verdaderos responsables de entregarle el medicamento. Se declara con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta a la denegatoria del tratamiento prescrito al amparado por su médico tratante, y se le ordena al Director de Farmacoepidemiología de la Caja Costarricense de Seguro Social, tomar, en forma inmediata, las medidas pertinentes para que se le suministre al amparado, el medicamento "Vontrol" prescrito en la dosis y durante el plazo que determine su médico tratante, todo bajo la responsabilidad y supervisión médica de ese profesional. CL
 7783-09. MEDICAMENTO. Aduce el  recurrente que es menor de edad diabético y requiere dos medicamentos para tratar su enfermedad, que son insulina humana Isafán e insulina Lantus 100 UIMLSOLV. Que sólo el primero de esos medicamentos se lo suministra la Caja Costarricense de Seguro Social, y el  segundo  medicamentos es una insulina recombinante de acción prolongada, que  requiere una caja por mes para mantenerse estable, por lo que solicita que se le suministre el medicamento porque no puede comprarlo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Coordinador del Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social, brindar de inmediato, al recurrente el medicamento denominado insulina glargina, en las dosis y durante el plazo prescrito por su médico tratante y bajo la responsabilidad de éste.  CL

7784-09. RETARDO EN PRACTICAR CIRUGÍA. Indica la recurrente que su hija tiene actualmente seis años y cinco meses, y a partir de los dos años presenta un padecimiento que a la fecha los neurólogos, pediatras y la Unidad de Desarrollo, no han podido manifestar con exactitud su enfermedad, pues en apariencia es portadora del Síndrome de Rett. Que debido a que ella presenta una deformidad evolutiva en su pie derecho, el cual dobla hacia el lado externo, se le programó una cirugía como única forma de corregir su pie, pero aún cuando ello le produce mucho dolor al punto que no puede poner su pie firme, le programaron la cirugía hasta para el doce de mayo del dos mil once. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director General del Hospital Nacional de Niños y al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social que, dentro del plazo improrrogable de QUINCE DÍAS, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se le realice a la tutelada, la cirugía que requiere en su pie derecho, bajo la responsabilidad de su médico tratante.  CL Parcial
7781-09. LE NIEGAN MEDICAMENTO POR FALTA DE PRESUPUESTO. Alega el recurrente que padece de un cáncer en la columna. Debido a lo anterior, su médico tratante en el Servicio de Oncología en el hospital accionado le prescribió el medicamento denominado Cetuximab, que es comercializado bajo el nombre de Erbiux. Asegura que el Comité Central de Farmacoterapia de la Caja Costarricense de Seguro Social aprobó la compra de dicho medicamento. Sin embargo, las autoridades recurridas se niegan a brindarlo, bajo el argumento de que no existe presupuesto para su compra. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, adoptar las medidas necesarias y girar las instrucciones correspondientes para que a la recurrente, se le suministre de inmediato y de acuerdo con la regla del consentimiento informado, el tratamiento de Cetuximab, recomendado por su médico tratante, en las dosis y durante plazo que ésta determine. CL
7479-09. MEDICAMENTO. Manifiesta el recurrente que es paciente del Servicio de Psiquiatría del Hospital Rafael Ángel Calderón Guardia, que desde hace más de 15 años toma el medicamento denominado Anafril 75 mg. Señala que la ingesta de tales medicamentos es de relevancia extrema en su vida, puesto que constituyen los únicos medicamentos que le permiten sobrellevar su enfermedad ya que padece de un trastorno obsesivo compulsivo y un trastorno esquizofrénico.  Alega que hace aproximadamente 2 meses el medicamento citado se encuentra agotado en la farmacia del Hospital recurrido, por lo que se ha visto privado de la posibilidad de ingerirlo y por ende su salud se ha visto severamente deteriorada.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, y se le ordena al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, y a la Directora a.i. del Servicio de Farmacia de ese nosocomio lo siguiente: a) Proveerle al recurrente de modo continuo, regular y sin interrupciones, los medicamentos prescritos por su médico tratante, concretamente, el medicamento Clomipramina (Anafranil); b) tomar las medidas pertinentes a efecto de contar con una provisión suficiente, permanente y continua de los medicamentos incluidos en la Lista Oficial; c) coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra de medicamentos antes de que se agote su existencia y d) abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. CL Parcial

7579-09. CITA MÉDICA. Manifiesta el recurrente que sufre varicocele leve izquierdo en el testículo izquierdo, enfermedad que le produce severos dolores, por lo que en fecha 30 de enero de 2009,  fue atendido en la Clínica (EBAIS) de Cañas – Guanacaste, y se le manifestó que su dolencia solamente sanará por intervención quirúrgica y lo sometió a chequeo total. Posteriormente el 27 de febrero de 2009, fue atendido en el mismo lugar  y se le remitió  urgentemente con el especialista en urología en el Hospital Enrique Baltodano de Liberia, Guanacaste, para que lo sometieran a una intervención quirúrgica. Sin embargo, cuando acudió a cita regular en el Hospital Enrique Baltodano en Liberia, justamente, con el objeto de que le otorgaran la correspondiente cita en urología, se le indicó que solamente había espacio para ser valorado y  operado hasta el  09 de noviembre de 2009. Se declara con lugar el recurso, y se les ordena a la Directora General, y al Jefe del Servicio de Urología, ambos del Hospital Dr. Enrique Baltodano Briceño, adoptar todas las medidas que sean necesarias a efecto de garantizar el derecho a la salud del amparado, lo que en el caso concreto implica disponer que un especialista del Servicio de Urología de ese Hospital valore al recurrente, y determine la prioridad de su atención. Asimismo, en caso de ser urgente tratar su caso, se tomen las medidas correspondientes. CL

7193-09. NIEGAN MEDICAMENTO. Alega la amparada que su médico le prescribió el medicamento Seroquel y que la Clínica recurrida se niega a suministrárselo, causando un grave perjuicio en su salud, pues no tiene dinero para comprarlo en farmacias privadas. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia,  se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director Médico de la Clínica Integrada de Tibás o a quien en su lugar ejerzan los cargos, girar las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en FORMA  INMEDIATA se le entregue a la recurrente el medicamento Seroquel de 100 mg, bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. CL 

DERECHO DE PENSION
8905-09. AUMENTOS A PENSIONADOS DEL BANCO DE COSTA RICA. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 27 Derogado del Reglamento Interior de Trabajo del Banco de Costa Rica vigente hasta el 20/06/1983. El artículo se impugna en cuanto violenta los principios constitucionales de razonabilidad, proporcionalidad, igualdad, equidad y discriminación en menoscabo del presupuesto público, pues contiene privilegios a favor de un grupo reducido de personas sin que existan criterios objetivos y razonables que lo justifiquen, en tanto se reajusten las pensiones al salario actual que rige para los empleados activos. Precisamente ello dio pie a que la Contraloría General de la República en su momento solicitara su derogatoria, al estimar que se trataba de un régimen de pensiones oneroso, manifiestamente ilegal, que incluso generaba beneficios superiores al sueldo que devengaba el funcionario al momento de retirarse. Se acusa que los efectos de ese régimen se siguen dando y causan un perjuicio directo en el presupuesto público en tanto los pensionados pretenden que se le otorguen montos de pensión por los cuales nunca cotizaron en quebranto del principio solidario que rige los fondos de pensión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción SL

8704-09. NIEGAN PENSION POR VIUDEZ EN LA CCSS, PORQUE SE CASARON SIETE DIAS ANTES DE MORIR ESPOSO. Alega la recurrente que el día 23 de febrero del año 2006, contrajo matrimonio con la persona con la que había convivido en unión libre, quien murió siete días después. La accionante presentó ante la Caja Costarricense de Seguro Social una solicitud para que le concedieran una pensión por viudez, pero su gestión fue rechazada, con base en el artículo 9 punto 1 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, bajo el argumento de que su esposo había muerto a los 7 días de haberse realizado el matrimonio y como estuvo hospitalizado todo ese tiempo no concurrían los presupuestos reglamentarios, pues por lo hechos se consideraba que no pudieron haber convivido bajo el mismo techo o que hubiera una dependencia económica entre ellos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Armijo y Araya salvan el voto y dan plazo para presentar Acción de Inconstitucionalidad. SL
8796-09. NIEGAN SEGUNDA PENSION DEL REGIMEN NO CONTRIBUTIVO DE LA CCSS, A UNA MISMA FAMILIA. Alega la recurrente que es madre jefa de hogar con tres menores a cargo. Manifiesta que además tiene a su cargo a una hermana de treinta y ocho años de edad, la cual padece retardo mental y que producto de una violación tuvo una hija, que también se encuentra con ella. Indica que también tiene a su cargo a un hermano, quien a su vez sufre retardo mental. Señala que su hermana recibe una pensión por el Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, por un monto de sesenta y seis mil colones.  Establece que debido a  las discapacidades de sus hermanos no puede trabajar, por lo que su hermano solicitó una pensión del régimen en mención, sin embargo dicha gestión fue rechazada, en razón de que al grupo familiar que integra ya se le otorgó una pensión del Régimen No Contributivo, situación que considera violatoria de los derechos fundamentales por cuanto viven en una condición de pobreza extrema. Aduce que no se le realizó estudio socioeconómico alguno para valorar dicha situación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Gerente de la División de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro,  otorgar a favor del amparado, la pensión del Régimen No Contributivo solicitada, si otra causa ajena no lo impide. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

8958-09. NIEGAN PERMISO DE CONSTRUCCIÓN. Manifiesta el recurrente que ha solicitado en varias oportunidades a la municipalidad  recurrida permiso para construir su casa de habitación, y se le ha negado con el argumento de que dicha zona está afectada a una zona de protección de nacientes de agua. Que a la fecha existen varias casas construidas en dicho lugar y no entiende por qué se le ha negado el derecho de construir su vivienda. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
8997-09. DESALOJO ADMINISTRATIVO DE PROPIEDAD SUJETA A UN PROCESO JUDICIAL. Alega la recurrente que  la recurrida acogió una gestión de desahucio administrativo en su contra, promovida por el padre de su hija de una propiedad que ocuparon durante una relación de hecho que mantuvieron y que actualmente se disputa en vía judicial. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena  a la Ministra de Seguridad Pública,  suspender el desalojo administrativo en contra de la amparada hasta tanto se determine en la vía jurisdiccional, mediante sentencia firme, el derecho de propiedad sobre la casa de habitación. CL
8909-09. REQUISITOS PARA EDIFICIOS DE REUNION PÚBLICA. Acción de Inconstitucionalidad contra del Reglamento de Construcciones (modificación al articulo XI.26). La norma se impugna por violar el artículo 21 de la Constitución Política. La reforma eliminó los retiros requeridos en edificios con capacidad de hasta doscientos cincuenta personas en relación con las propiedades colindantes, lo que a su juicio atenta contra la vida, la seguridad y la salud de sus ocupantes y vecinos. La Defensoría estima que la nueva norma no permite guardar, en dichas edificaciones, las medidas mínimas de seguridad, lo que podría afectar la evacuación y el auxilio de un sitio en caso de Se declara CON lugar la acción. Se ANULA el artículo XI26.1 del Reglamento de Construcciones en la frase "Edificios con capacidad de hasta las 250 personas: No requieren retiros" y por consiguiente se ordena al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo proceder dentro del plazo improrrogable de un mes a partir de la publicación de esta resolución proceder a realizar la modificación correspondiente a dicho artículo a efecto de que los retiros exigidos a los edificios de hasta doscientos cincuenta personas sean respetuosos del principio de razonabilidad y del derecho a la vida. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. CL

8714-09. ELIMINAN ACCESO A  LOCALES COMERCIALES EN SANTA ANA, POR CONSTRUCCIÓN DE CARRETERA  A CALDERA. Indica la recurrente que es propietaria de varios locales comerciales desde hace más de 20 años, y dicha propiedad tiene al frente la Autopista de Santa Ana, señala que el 6 de marzo de 2009, los funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y Transportes se apersonaron a la propiedad y destruyeron con maquinaria pesada el acceso a los locales comerciales, sin notificarle ninguna orden de derribo, desalojo o demolición por parte de la autoridad recurrida. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 


8762-09.CIERRE DE ACCESO A ZONA DE TIVIVES POR CONSTRUCCIÓN DE CARRETERA A CALDERA. Aduce el recurrente que es vecino de Tivives y que los dos caminos de acceso a Tivives se iniciaban en la carretera a Puerto de Caldera, la cual actualmente está siendo reconstruida. Explica que la concesionaria de la obra cerró los accesos a esa zona hace más de 30 días y el cierre mencionado se llevó a cabo sin construir alguna vía alterna, como ha acontecido en otras oportunidades. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
8439-09. REVOCAN ADJUDICACIÓN DE PARCELA .Aducen los recurrentes que son adjudicatarios de una parcela en el Asentamiento San Juan Chiquito. Que fueron notificados acerca de la implantación de un procedimiento de amonestación y en la cual explicaron las razones por las cuales se había procedido al cultivo de tiquizque por parte de un tercero en su propiedad. Con base en lo anterior, a principios de este año se enteraron a través de otros vecinos, que el Instituto recurrido había revocado la adjudicación de varias parcelas en algunos asentamientos, incluido el suyo, razón por la que luego de verificar lo pertinente, se enteraron que actualmente el inmueble se encuentra a nombre de la autoridad recurrida, por cuanto se gestó una revocatoria de la adjudicación, con la consecuente nulidad del título, lo que estima violatorio de sus derechos fundamentales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO DE TRABAJO
9017-09. SUSPENDEN CORREO ELECTRÓNICO INSTITUCIONAL  A SINDICADO DEL ICE. Indica el  recurrente que el pasado veinticinco de marzo, el Área Social de su asociación, remitió un correo masivo a sus afiliados con el objeto de invitarlos a una actividad recreativa (karaoke), con el fin de estrechar su información y participación en las acciones que en general desarrolla la organización en diversos campos de su interés. Que no obstante al día siguiente recibieron el oficio suscrito por el funcionario recurrido, mediante el que se le comunica a la Asociación que el servicio de correo electrónico proveído por la institución "ZZC ICE GLOBAL" sería inhabilitado a partir de ese momento, como en efecto ocurrió, al atribuirles un "uso indebido del correo institucional". Estima que tal medida resulta contraria a los derechos fundamentales, pues "esa institución le permite a la Asociación Sindical la utilización del correo electrónico, tanto individual como colectivo, a efecto de que tenga comunicados a sus agremiados en temas del quehacer de esa organización sindical, así como de algunos temas referentes a decisiones tomadas por la Administración. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. 5501-0144-2009 del 27 de marzo de 2009 suscrito por el Director de la Dirección Tecnologías de Información y se ordena al Director de la Dirección Tecnologías de Información, restablecer al  recurrente en el pleno goce de sus derechos. CL
8961-09. ELIMINAN PLUS SALARIAL A ALCALDE MUNICIPAL. Aduce el recurrente que  fue nombrado Alcalde Municipal de San Ramón para el período correspondiente de febrero 2005 a febrero 2011. Menciona que el auditor del citado municipio, consideró que no reúne los requisitos que señala el numeral 14 de la Ley en Enriquecimiento Ilícito para el pago de prohibición; por lo que  el Concejo Municipal acuerda, elevar consulta a la Procuraduría General de la República, si es procedente el pago del plus de prohibición al Alcalde Municipal, no obstante se  responde la consulta realizada por el Concejo Municipal, dando una respuesta  general. Con fundamento en dicho dictamen, el Concejo Municipal en Sesión ordinaria de 24 de febrero de 2009, acordó  solicitar al Departamento de Recursos Humanos de esta Municipalidad, certifique cuanto debe reintegrar a las arcas municipales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso .SL
8906-09. RECLAMO DE PRESTACIONES POR PARTE DE HIJOS MAYORES DE EDAD. Acción de Inconstitucionalidad  en contra el artículo 85, párrafo segundo, del inciso del  Código de Trabajo. La norma se impugna en cuanto concede a determinadas personas, una situación de privilegio indebido sobre otras personas en igualdad de condiciones, sin que para ello medie alguna  razón de peso que justifique la preferencia legal. Se alega que  la norma es discriminatoria y contraria a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, toda vez, que a efecto de recibir las prestaciones laborales a que hace referencia el inciso a) del mismo artículo, sea en caso de muerte del trabajador, realiza  una diferencia entre los hijos menores de edad y los hijos mayores de edad, y establece un orden excluyente, en el que los hijos menores gozan de privilegio respecto de los hijos mayores, pese a que se trata de un grupo de personas con el mismo grado de parentesco, los cuales tienen iguales derechos ante la ley.  En criterio de la accionante, no debe discriminarse a un hijo, solo por haber adquirido la mayoría de edad o por haber nacido antes que otros hijos de los mismos progenitores. Señala que la ley no está amparando una situación especial de debilidad, como lo sería que  el destino de las prestaciones vaya solo para los hijos que todavía dependan económicamente del fallecido o que al momento de la muerte residieran con él, sino que por el contrario,  la ley beneficia simplemente la minoridad, sin una razonabilidad o proporcionalidad en tal situación. Finalmente,  aduce que no por el hecho de ser  mayores de edad, las personas dejan de ser hijos, ni dejan de estar en situaciones de dependencia afectiva, económica y emocional del padre, por lo que la diferenciación vulnera el principio de igualdad. Por las razones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. SL

8907-09. PERMISOS PARA ESTUDIOS A FUNCIONARIOS DE LA UNA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 4, inciso a) del Reglamento para la Concesión de Permisos de Estudio de la Universidad Nacional. La norma se impugna en cuanto establece que para tener acceso a un permiso de estudio se requiere estar nombrado en propiedad. Estima el accionante que esa disposición infringe el principio de igualdad, en cuanto se otorga un trato diferenciado a los trabajadores interinos en relación con los propietarios, además de que establece una condición que menoscaba la dignidad de la persona y su trabajo. Además, aduce que el Reglamento infringe la Convención Colectiva de Trabajo, dado que ésta no hace distinción entre trabajadores interinos y en propiedad. Sobre el tema, se cita la sentencia 15580-06 y con base en lo señalado en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
8789-09. ORDENAN RESTABLECER PLUS SALARIAL DE DISPONIBILIDAD EN EL PODER JUDICIAL. Aduce la  recurrente que labora en la Defensa Pública de Puriscal y que en octubre del dos mil siete el Departamento de Personal del Poder Judicial le indicó que debía escoger entre varias opciones a fin de que se le hiciera el pago por concepto de disponibilidad u horas extra, optando por la de disponibilidad.  Reclama que desde el año dos mil uno se le empezó a rebajar la disponibilidad sin que se le haya notificado acuerdo alguno al respecto, ni cumplido el debido proceso.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Superior, al Jefe del Departamento de Personal-Gestión Humana, y al Jefe de Administración Salarial del Departamento de Personal, todos del Poder Judicial, disponer: a) lo necesario para que se reconozca a la recurrente, de inmediato, su sobresueldo de disponibilidad del 23 de enero de 2001 a la fecha, de acuerdo con lo dispuesto por el Consejo Superior en el artículo XIX de la sesión número 07-01 del 23 de enero de 2001 y se le continúe pagando de esa forma, hasta que se anule, en su caso, el derecho otorgado; y b) que en el plazo improrrogable de UN MES contado a partir de la notificación de esta resolución, notifique a la recurrente la resolución del recurso de revisión presentado en fecha tres de abril del dos mil ocho. CL

8729-09. DESPIDO DE COMITÉ DE DEPORTES MUNICIPAL. Manifiesta  el recurrente que laboró para el Comité Cantonal de Deportes de la Municipalidad de Santa Ana desde el 1 de octubre de 2003 y hasta el 6 de febrero de 2009. Que mediante acción de personal  emitida por el Presidente de la Junta del Comité Cantonal de Deportes, se le informó que había sido despedido con responsabilidad patronal, por reestructuración de personal,  aduciendo que  el despido dictado en su contra no se encuentra fundamentado en ningún proceso de reestructuración de personal, ya que no existe ningún estudio ni solicitud de la entidad recurrida ante el Concejo Municipal de Santa Ana.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8710-09. CONCURSO. NO LA INVITAN A PARTICIPAR POR PARENTESCO CON EL JEFE INMEDIATO. Alega la recurrente ingresó a la Oficina Regional del Tribunal Supremo de Elecciones en Tarrazú, como interina, en 1999 y no fue invitada a participar en el concurso de la plaza que ocupa, debido a que es pariente de su jefe inmediato. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia y según las particularidades del caso concreto, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Abdelnour ponen nota. SL
8721-09. INVESTIGACION DE DIPLOMÁTICO EN LA COMISIÓN DE ÉTICA DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Alega el recurrente que se desempeñó como cónsul y que en su contra se realizó una investigación ante la Comisión de Ética de la Presidencia de la República, en donde no le trasladaron los cargos de las denuncias hechas, ni se le dio acceso al expediente. Finalmente, afirma que el informe emitido por la Comisión no le fue notificado ni se le brindó acceso al expediente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Mag. Armijo, Jinesta y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
8514-09. NIEGAN OFERTA DE TRABAJO POR RAZÓN DE LA EDAD. Indica el recurrente que participó  en el proceso de selección de personal del Ministerio de Seguridad Pública para el puesto de policía de la Fuerza Pública. Aduce que realizó y aprobó todos los exámenes, sin embargo en el momento en que realizaba el examen físico le indicaron que debido a su edad (40 años) no era elegible, por esta razón envió un escrito manifestando su preocupación, posteriormente le llamaron a realizar el resto de pruebas las cuales aprobó satisfactoriamente. Finalmente, le indicaron que debido al criterio médico no sería seleccionado. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la alegada infracción al derecho de petición y pronta respuesta. En cuanto a los demás extremos alegados, sobre la falta de nombramiento por la edad, con  base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

8550-09. SUPRIMEN CORREO ELECTRÓNICO INSTITUCIONAL A SINDICATO DEL ICE. Indica el recurrente que recibió oficio del recurrido  donde se le informó a su representada que a partir del propio 27 de marzo de 2009, se inhabilitaría su correo ZZ ICE GLOBAL, aparentemente, de forma permanente, bajo el argumento de que la organización sindical había hecho un mal uso de esa herramienta, ya que el 26 de marzo había enviado por ese medio una entrevista hecha por el Diario Extra al ex-dirigente del sindicato, en la que éste manifestaba que iba a intentar aspirar a una diputación.  Añade que en su criterio, la información difundida es de carácter público. Se declara con lugar el recurso.  Se le ordena al Director del Departamento de Tecnologías de Información del Instituto Costarricense de Electricidad, lo siguiente: a) Permitirle a los sindicatos el envío de correos masivos y b) abstenerse de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger el presente amparo. CL
8283-09. NOMBRAMIENTOS DE AUDITORES Y SUBAUDITORES. Acción de inconstitucionalidad contra  los artículos 15 y 62 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y artículo 31 de la Ley de Control Interno. Se acusa que las normas impugnadas establecen el nombramiento de los auditores y subauditores por tiempo indefinido e inamovible. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción.  La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. RF

7972-09. DISCRIMINACION POR RAZONES DE ORIENTACION SEXUAL EN TRABAJO. Alega el recurrente que fue discriminado debido a su orientación sexual, en un procedimiento que el Organismo de Investigación Judicial abrió para reclutar investigadores. Con base en las pruebas presentadas y en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Vargas salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL

 7915-09. TRASLADO. POLICIA PENITENCIARIO. Indica el recurrente que labora para la Policía Penitenciaria y que inicialmente se le ubicó en el Centro de Atención Institucional La Reforma y que en abril de 1998, debido a la distancia del trabajo y al abandono de su familia, solicitó trasladó al Centro de Atención Institucional del Roble de Puntarenas, lo que le fue concedido. Luego, sin ninguna justificación, fue traslado a diversos Centros Penales -Centro de Atención Institucional de San José, Nivel Semi-Institucional de Puntarenas y Centro Institucional El Roble de Puntarenas-, situación que agravó su relación familiar y rendimiento laboral. Manifiesta que después de incoar una demanda laboral, se le notificó oficio número 282-2009 del 25 de febrero de 2009, donde se le comunicó de forma sorpresiva, unilateral y arbitraria que sería trasladado al Centro de Atención Institucional La Reforma, sin que se le haya dado justificación alguna, asimismo en dicha notificación se le convocó a una audiencia por parte de las autoridades accionadas,  para que ejerciera su derecho de defensa. Añade que tal reubicación lesiona su derecho a la estabilidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

7993-09. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que  varios funcionarios del Comité Local de Salud de la Bomba tomaron las instalaciones de ese Centro de Salud impidiendo su ingreso, argumentando que el Director del Área de Salud de Limón no ha dado respuesta a sus peticiones y por no estar de acuerdo con las normativas y procedimientos dispuestos por la Caja Costarricense de Seguro Social, posteriormente el  Director del Área de Salud le comunicó que debía trasladarse a prestar servicio de emergencias al Equipo Básico de Atención Primaria en Salud de los Cocos.  Señala que tal actuación se dictó sin fundamentación alguna, ni mediar el debido proceso, aunado a ello, no se le comunicó por escrito con el fin de impugnar lo actuado.  Alega que se le obliga a abandonar su lugar de trabajo y trasladarse a otro Centro Médico sin que exista causa justa.  Se declara con lugar el recurso y se le ordena al Director Médico del Área de Salud de Limón de la Caja Costarricense de Seguro Social, que adopte de forma inmediata las medidas necesarias para que se restituya al amparado en el puesto que desempeñaba en el EBAIS de La Bomba. CL.

 8032-09. SANCIÓN DISCIPLINARIA SIN DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que recibió por parte del Director del Liceo Ingeniero Carlos Pascua, un memorando por medio del cual se le impuso una amonestación escrita, con copia al expediente personal. Alega que la amonestación  no cumple con el requisito del otorgamiento de una audiencia previa, con el fin de que pudiera ejercer su derecho de defensa. Alega que en el acto en que se le impone la sanción, el recurrido reconoce explícitamente que tomó declaraciones a funcionarias de la Institución, sin embargo, desconoce por completo el contenido de las deposiciones, pues en ningún momento se le comunicó que existía algún expediente o que podía tener acceso a él. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la amonestación escrita impuesta por la autoridad recurrida a la amparada mediante memorando 39-2009 de 11 de marzo de 2009. CL

 8057-09. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que es funcionario del Teatro Nacional, y figura como Jefe del departamento de Restauración y Mantenimiento del Teatro recurrido. Señala que nunca se ha levantado contra él queja alguna, ni ha sido objeto de llamadas de atención o sanciones disciplinarias. No obstante lo dicho, acusa que el 11 de marzo de 2009, se le notificó oficio en el cual la Directora general  procedió a trasladarlo del cargo que venía ejerciendo en esa institución, por el que perdió su cargo de jefatura, se le trasladó a un puesto de menor jerarquía. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio número DG-100-2009 del once de marzo de dos mil nueve, suscrito por la Directora General del Teatro Nacional. Se restituye al accionante en el pleno goce de sus derechos fundamentales.CL
7935-09. DISCRIMINACION EN ENTREVISTA DE TRABAJO POR TENER UNA DISCAPACIDAD. Alega la recurrente que acudió a una entrevista de trabajo en el Instituto Costarricense de Electricidad. Señala que la entrevista se desarrolló con normalidad hasta que le empezaron a hacer preguntas relacionadas con su discapacidad, lo más grave del caso fue que quienes le entrevistaban le pidieron que les mostrara la parte del cuerpo en el cual se presenta la discapacidad, situación que afectó su dignidad. Por último aduce que no fue llamada a realizar la capacitación debido a la discriminación de la cual fue objeto, mientras que todas las otras personas que acudieron ese día a entrevista fueron llamadas a realizar la capacitación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL  

8041-09. EXCLUSION DEL REGISTRO DE OFERENTES EN EL MEP. Alega la recurrente que presta servicios en el Ministerio de Educación Pública como docente con grupo profesional VT4, ello desde el año 2005, y además, se encuentra dentro de la lista de elegibles del órgano recurrido. Comenta que para el presente curso lectivo, se le aplicó el artículo 9 del Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente, en virtud que, supuestamente, se habían realizado una serie de llamadas a su casa de habitación para ofrecerle un nombramiento interino, sin embargo, nadie atendió la llamada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que de forma inmediata deje sin efecto la exclusión de la amparada del Registro de Oferentes de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública. CL
7523-09. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que  dentro del procedimiento  seguido en su contra, el Órgano Director del Procedimiento no hizo allegar al expediente el sustento material documental o prueba de cargo que respalde esa investigación, por lo que dicho órgano insistió en celebrar la comparecencia sin que conste la documentación en el expediente, al señalar que "no resulta necesario volver a transcribir los elementos consignados, los cuales se mantienen sin variación". Que esta situación le causa indefensión, pues no puede revisar y cuestionar el decir de la Auditoria ni del Órgano Director del Procedimiento. Que en virtud de la total indefensión de que ha sido objeto, reiteró su petición de allegar a los autos la prueba de cargo y otra prueba relevante dentro del expediente, por lo que se dejó sin efecto la comparecencia que se iba a llevar a cabo. Nuevamente el órgano Director reactivó los procedimientos y citó a comparecencia oral y privada, sin haber cumplido su solicitud de que se allegara la prueba al expediente, lo que estima es violatorio del debido proceso y el derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Órgano Director del Procedimiento Administrativo del Instituto Costarricense de Turismo que se tramita en contra del amparado: PRIMERO: Brindarle inmediatamente al recurrente la prueba documental en la que se sustenta la imputación de los cargos del procedimiento sancionatorio instaurado en su contra o en su defecto prescindir de esa prueba y fundamentar la investigación únicamente en la prueba que se encuentra en el expediente. SEGUNDO: Dejar sin efecto la comparecencia oral y privada efectuada el 29 de setiembre del 2008. CL

7531-09. TRASLADO. Manifiesta la recurrente que el recurrido ordenó traslado como Asesora Jurídica de la Imprenta Nacional a la Dirección Nacional de Comunicaciones DINADECO, sin ni siquiera indicarle la fecha exacta a partir de la cual operaría el traslado, los motivos del mismo, las condiciones relativas a sus derechos laborales, las funciones que deberá atender, entre otras. Que por lo anterior, dicho traslado se convirtió en abusivo y forzoso, apartado del principio de buena fe y por ende, violatorio de sus derechos fundamentales. El 12 de marzo de 2009 el Director de la Imprenta Nacional le comunicó que mantenía su posición de trasladarla, a sabiendas de que se le causaría perjuicios gravísimos y particularmente se lesionaría su derecho al salario, por cuanto, como funcionaria de la Imprenta Nacional esta amparada por una Convención Colectiva, sin indicarle las condiciones salariales, las funciones, la temporalidad y los motivos, con lo que resulta obvio que su único afán es hostigarla, haciendo efectivo el traslado a partir del 30 de marzo en curso. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número 217-2009-DG de fecha 26 de marzo del 2009, mediante la cual el Director General de la Imprenta Nacional ordenó el traslado de la recurrente al Departamento Legal de DINADECO; y en su lugar, se le debe restituir en forma inmediata en el puesto y el cargo que venía desempeñando con anterioridad a su traslado. CL

7560-09. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO SIN DEBIDO PROCESO. Aduce el recurrente que contra el amparado se tramita procedimiento administrativo disciplinario, en dicho proceso el amparado solicitó la obtención de una copia de la grabación de la audiencia celebrada el veintisiete de mayo del año en curso, pero por oficios CI-07-08, CI-09-08 y CI-10-08, suscritos por la Coordinadora de la Comisión Instructora se le denegó ese derecho.  Acusa que la Comisión Instructora confirió plazo para las conclusiones, sin que se hayan evacuado los elementos de prueba que se encuentran pendientes, y además al finalizar la comparecencia la Comisión no levantó acta alguna, como procedía, con violación del debido proceso, el contradictorio y la debida defensa, dejándole en estado de indefensión. Se declara con lugar el recurso, y se le a  la Coordinadora de la Comisión Instructora de la Universidad de Costa Rica, que en el término improrrogable de cinco días, contado a partir de la notificación de esta resolución, brinde al recurrente la copia de la grabación de la audiencia del día 27 de mayo de 2008, y realice los trámites que corresponda a efecto de restituir en el goce de sus derechos al amparado. CL

7563-09. REASIGNACION DE PUESTO, SIN CUMPLIR LAS ESPECIFICACIONES DE LEYE. Alega la recurrente que fue ascendida en el puesto Profesional Jefe 1, el cual desempeñó hasta marzo de 2005, posteriormente fue trasladada al Departamento de Análisis Ocupacional, donde se le indicó que se le respetaría su status laboral en todos sus extremos el salario que devenga y, por ende, la categoría de su puesto con todos los derechos y obligaciones inherentes. Señala que durante aproximadamente 3 años, a partir de la fecha de traslado, que sus derechos laborales y las condiciones en las cuales aceptó el traslado se mantuvieron sin alteración alguna. Que con base en la resolución 297-2007 de la Dirección General de Servicio Civil, mediante la cual se le cambió el nombre de clases de puesto de profesionales y  en su caso particular se le cambió el nombre de Profesional Jefe 1 a Profesional Jefe de Servicio Civil 1, con lo cual no se alteró ninguno de sus derechos. Pese a lo indicado anteriormente, el Departamento de Análisis Ocupacional, en mayo del 2008, le comunicó en forma verbal, que su puesto sería objeto de estudio, lo que necesariamente implicaría una reasignación descendente. Que procedió a enviar un oficio dirigido al Director de Recursos Humanos, solicitando la no realización del estudio con base en lo indicado en la Resolución Interna de Reubicación No. 2005-02, igualmente solicitó su reinstalación como Jefa del Departamento de Relaciones Laborales, cargo que ocupaba antes de ser traslada o bien en la Jefatura del Departamento de Análisis Ocupacional. Manifiesta que recibió comunicado suscrito por el Jefe a.i. del Departamento de Análisis Ocupacional del MOPT, en donde se le comunicó la reasignación descendente, lo cual implica el rebajo de más de 100.000.00 colones en su salario. Que ante la reasignación descendente de su plaza presentó el Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio ante la oficina de la Dirección de Servicio Civil, el cual fue declarado sin lugar. Indica que el recurso interpuesto fue contestado, indicando que el traslado de puesto se debía a una reestructuración, lo cual y -a su juicio- es falsa  y no es aplicable a su caso particular por cuanto en el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, apenas se está analizando la propuesta de una eventual reestructuración, por lo que estima que la fundamentación de la denegatoria es falsa y hace que el acto se convierta nulo y violatorio al debido proceso.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la reasignación ordenada mediante Comunicado AO/2008.030, de 30 de junio de 2008. Se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Lo anterior sin perjuicio que la Administración disponga la reasignación conforme a derecho. CL
7553-09. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Indica el que desde el 7 de julio de 1975 labora para el Ministerio de Obras Pública bajo el régimen de servicio civil. Que el  15 de abril del año en curso se le comunicó que por instrucciones superiores se le trasladaba a la Macroregión del Ministerio de Obras Públicas y Transportes en Puntarenas, aduce que esta situación perjudica sus derechos fundamentales pues no se le otorgó audiencia previa y nunca se le comunicaron las razones que motivaron dicho traslado.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el traslado del amparado, comunicado por medio del oficio 2009-454 de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, sin perjuicio de que la autoridad recurrida realice las acciones del caso para ajustar dicho acto a derecho. CL

7362-09. RECHAZO DE SUSPENSION DE PERMISO SIN GOCE DE SALARIO. Alega la recurrente que solicitó la suspensión de permiso sin goce de salario, en vista de que se emitió una incapacidad por maternidad; no obstante, las autoridades de la Universidad de Costa Rica le señalaron que no era posible dejar sin efecto el permiso sin goce de salario, por ello, debía terminar el período solicitado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Jefe a.i. de la Oficina de Recursos Humanos de la Universidad de Costa Rica, que adopte las medidas necesarias, a fin de que se pague a la amparada la incapacidad por maternidad, correspondiente a su salario completo por su plaza de medio tiempo, en el evento de que no lo hubiera hecho al momento de dictarse la sentencia. CL

DERECHO PENAL
9011-09. PRISION PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. Manifiesta  el recurrente que en contra de su representado se tramita causa penal, en la cual el Ministerio Público solicitó al Juzgado Penal, una vista para solicitar prisión preventiva contra el amparado. Que mediante resolución de las 11:00 horas del 26 de abril pasado, al encartado se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva por el plazo de dos meses, los cuales vencen el 25 de junio próximo y afirma que la resolución fue confirmada por el Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón. Considera el recurrente que se vulneran los derechos fundamentales del investigado por cuanto las resoluciones dictadas en su contra se encuentran ayunas de fundamentación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
8697-09. DETENCIÓN Y RETENCIÓN DE VEHÍCULO POR CONDUCIR EN ESTADO DE EBRIEDAD. Aduce el recurrente que su representado fue detenido por oficiales de la Fuerza Pública de San Vito de Coto Brus, bajo la acusación de que conducía en estado de ebriedad. Señala que el amparado, el día de los hechos, dormía en el vehículo y no lo conducía, hecho que fue confirmado por testigos y acusa que la autoridad judicial se niega devolverle la licencia de conducir, el vehículo y las placas de éste, impidiendo que labore por más de una semana, lo cual viola la libertad personal del amparado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8763-09. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ORDENA VISTA ORAL. Aduce  el recurrente que el amparado fue detenido como sospechoso de robo, precisamente al momento en que cumplía su jornada laboral en Heredia, motivo por el cual, se le impuso una medida cautelar de prisión preventiva por tres meses por parte del Juzgado Penal recurrido.  Que para la imposición de esa medida no se tomaron en consideración elementos que debidamente analizados habrían dado como resultado la imposición de medidas menos gravosas. Se declara parcialmente con lugar el recurso por vulneración del derecho de defensa, sin ordenar la libertad del amparado. Se anula parcialmente la resolución número 168-2009 de las 10 horas 50 minutos del 5 de mayo del 2009 dictada por el Tribunal Penal del Heredia, únicamente en cuanto a lo resuelto respecto a la medida cautelar impuesta al amparado y se ordena a dicho Tribunal proceder a  programar  y celebrar de inmediato la vista oral solicitada por el recurrente de previo a resolver el recurso de apelación incoado por el recurrente contra la resolución de las 16 horas 45 minutos del 23 de abril del 2009 del Juzgado Penal de San Joaquín de Flores. CL Parcial
8900-09. DETENCIÓN PARA ESTABLECIMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR. Indica el recurrente que su representado fue detenido el 14 de mayo del año en curso, y remitido a la Fiscalía de Goicoechea e indagado.   Posteriormente el Fiscal encargado de la causa solicitó que se efectuara una vista para determinar las posibles medidas cautelares que se le impondrían al amparado, sin efectuar la solicitud expresa de ninguna medida en ese momento.  Afirma que pasó más de 27 horas detenido, previo a que se resolviera la medida cautelar que finalmente le sería impuesta. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8903-09. SE IMPUGNA CONDENATORIA EN PROCESO ABREVIADO.  Aduce el recurrente que fue detenido el 23 de mayo de 2006 y puesto a las órdenes de las autoridades penales de Liberia, Guanacaste. El Tribunal lo condenó por tráfico internacional de drogas, siendo que el imputado no había salido del país y no sabía lo que portaba, ya que lo que sabía era que remolcaba una carreta que contenía varilla de hierro. En aquel momento, la defensa y la fiscalía le aconsejaron aceptar un juicio abreviado para proteger la integridad física de su familia, aún así  fue condenado, además afirma que ha sido juzgado más de una vez, por los mismos hechos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8285-09. SANCIONES PENALES EN LA LEY DE JUEGOS. Acción de Inconstitucionalidad contra los Artículos 1, 4 y 5 de la Ley de Juegos. No.3 del 30 de agosto de 1922. Publicada el 02 de setiembre de 1922. Se acusa que la ley impugnada fue dictada antes de la actual Constitución Política. Alega la accionante que tales disposiciones violan los principios de legalidad y tipicidad pues contienen tipos muy ambiguos. En relación con el artículo 4° aduce que establece dos sanciones concomitantes, multa y pena de prisión y en cuanto al artículo 5° contiene una sanción más gravosa para el infractor que las normalmente previstas para otras contravenciones. Sobre el tema se citan las sentencias 4157-96 y 4167-96 y con base en consideraciones expuestas en al sentencia se rechaza por el fondo la acción. Se rechaza por el fondo la acción. RF

8201-09. REVOCATORIA DE PRISIÓN PREVENTIVA. Acusa la recurrente que a sus representados se les prórroga de la prisión preventiva  por el término de dos meses, "sustitutiva" con una fianza de ¢ 150.000 colones para cada uno, realizándose la cancelación de trescientos mil colones al día siguiente del dictado de dicha resolución, presentado la  Fiscal  de apelación contra la citada resolución, dado que, consideraba que el monto de la fianza no era proporcional con el daño causado; por consiguiente, el Tribunal de Juicio, revocó la fianza y aumentó a tres meses la prisión preventiva, ello, en su criterio, sin valorar elementos que no fueron expuestos a las partes en apelación ni en la primera audiencia dictada por el Juez Penal. Se declara sin lugar el recurso. SL
8187-09. PRISION PREVENTIVA. Aduce la recurrente que en causa seguida contra sus representados  la autoridad recurrida le convocó a una audiencia para conocer de la solicitud de prórroga de la prisión preventiva, la cual se impuso por el  término de dos meses más. Que al estar inconforme con tal decisión, procedió a interponer formal recurso de apelación, en la que se solicitó además, el señalamiento de audiencia para exponer con amplitud los argumentos de la apelación, y pidió expresamente que estuvieran presentes los imputados. Sin embargo, el Tribunal Penal de Hatillo, resolvió declarar la incompetencia para conocer de los hechos denunciados y ordenó la devolución del expediente para que el Tribunal de Desamparados conozca de  éstos, quedando la situación jurídica de los imputados sin resolver hasta la fecha.  Se declara con lugar el recurso por retardo en tramitar y resolver la gestión recursiva que ocasiona este asunto, sin ordenarse la libertad de los amparados. CL
8204-09. DETENCIÓN. Aduce el recurrente que en visita carcelaria, el amparado fue detenido, con fundamento en un recordatorio de Orden de Captura del Tribunal recurrido, explicando el amparado que enfrentó causa por venta de drogas hace doce años, se le condenó y se le otorgó el beneficio de ejecución condicional de la pena, la cual cumplió con ir a firmar y quedó en libertad, pero se le indicó que dejara de presentarse a firmar. Aparentemente todo se debe a un error, pues no se canceló en su oportunidad la Orden de Captura. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
8279-09. DETENCION. Indica el recurrente que su representado fue detenido el doce de marzo del dos mil nueve, por haberse decretado rebeldía en su contra, la cual se registraba en el archivo criminal del Organismo de Investigación Judicial.  Manifiesta que dicha detención se llevó a cabo por cuanto nunca se presentó a la audiencia señalada dentro del expediente penal. Acusa que al defensor público del amparado nunca se le notificó la audiencia, mucho menos al tutelado, además agrega que estuvo detenido durante cinco días y que el juez indicó que todo había sido un error administrativo,  y se puso de inmediato en libertad. CL
8278-09. FUE SOBRESEÍDO EN PROCESO PENAL Y NO LE DEVUELVEN PASAPORTE. Manifiesta el recurrente que a favor de su representada se dictó  auto de sobreseimiento definitivo, por lo que solicitó se le devuelva su pasaporte, pero el Juzgado Penal manifestó su inconformidad, alegando que el documento contiene una visa otorgada a otra persona. El 10 de febrero de 2009 la amparada reiteró su solicitud de devolución de su pasaporte,  y apeló la resolución  la que fue confirmada por el superior, quien indicó que habiendo sido la Dirección General de Migración y Extranjería la que decomisó el pasaporte, debe ser esa autoridad la que de acuerdo con la ley resuelva lo solicitado . Explica el recurrente que el pasaporte actualmente está en custodia del Poder Judicial, Oficina de Depósito de Objetos y Museo Criminal. Considera que las autoridades judiciales están evadiendo dictaminar la devolución del pasaporte, delegando la competencia en la Dirección General de Migración y Extranjería. Argumenta el recurrente que a raíz del sobreseimiento definitivo, su representada debe poder volver a transitar libremente y poder volver a la República Dominicana con su familia, pero su pasaporte está vencido por estar decomisado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

7605-09. LIMITACIONES IMPUESTAS ALGUNAS DE LAS PARTES EN EL JUICIO DE REENVIO. Acción de inconstitucionalidad contra el párrafo segundo del artículo 451 bis del Código Procesal Penal. La norma se impugna en cuanto por ley publicada en la Gaceta del 06-06-06, se dispuso modificar los artículos 15, 410, 411, 414, 447 y 449, la adición del inciso j) del 369 y  449 bis y 451 bis todos del Código Procesal Penal, en la llamada “apertura de la casación penal” pretendiendo con ello dar respuesta a la resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su sentencia del 02 de julio de 2004.   En concreto, indica que el artículo 451 bis en su párrafo segundo  expresa que el Ministerio Público, el querellante y el actor civil no podrán formular recurso de casación contra la sentencia que se produzca en el juicio de reenvío que reitere la absolución del imputado, pero que si podrán hacerlo en lo relativo a la acción civil, a la restitución y a las costas.  Ante ello, el recurso de casación por ella presentado como querellante contra la sentencia número 89-06, corre el peligro de ser declarado inadmisible.  Así, considera que la norma impugnada atenta contra el artículo 41 de la Constitución que consagra el derecho de toda víctima de acudir a las leyes para encontrar reparación de las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales, debiéndose hacer justicia pronta y cumplida.  Además, violenta el artículo 33 de la Constitución Política, en cuanto al principio de igualdad, ligado con los principios de igualdad procesal y de inviolabilidad de la defensa, contenidos en los artículos 6 párrafo último y 12  del Código Procesal Penal. Alega que el artículo impugnado es contrario a la Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 8 inciso 1). También considera violado con la normativa impugnada el artículo 51 de la Constitución Política, en el tanto el derecho del menor a la protección especial por parte del Estado, se ve menguado al impedirle  la representación legal correspondiente, para formular o mantener un recurso de casación contra una sentencia de reenvío por un delito que se acusa cometido en su perjuicio.  Finalmente, se violenta el interés superior del niño contenido en el artículo 3 inciso 1 de la Convención sobre los Derecho del Niño. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias. SL  

7601-09. PRISION PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que el Juzgado recurrido le impuso al amparado una medida de prisión preventiva por el plazo de 1 mes, por lo que se apersonó a dicho juzgado para revisar el expediente, pero se le informó que el mismo había sido remitido al Juzgado Penal de La Unión por motivo de competencia territorial, que cuando tuvo acceso al expediente procedió a realizar la apelación correspondiente contra la resolución que le impuso la prisión preventiva al amparado, la cual le fue  rechazada por extemporánea, sin conocer el fondo del asunto en donde se explicó la imposibilidad de presentar una apelación sin tener físicamente el expediente para su estudio. Alega que al amparado se le ha lesionado su derecho de defensa ya que no tuvo oportunamente acceso al expediente en ninguno de los despachos recurridos. Igualmente no tuvo acceso a un reproductor de video para observar lo que sucedió durante la audiencia.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL 

7477-09. PRISION PREVENTIVA. OFENDIDA QUITO LA DENUNCIA.  Manifiesta el recurrente que se dictó la medida cautelar de prisión preventiva por el término de dos meses en contra de su defendido, por lo que interpuso recurso de apelación solicitando vista oral para hacer la defensa técnica respectiva. Durante la celebración de dicha vista, la propia ofendida compareció en forma personal ante el Tribunal y de viva voz manifestó su deseo de quitar la denuncia, que la Jueza ignoró las manifestaciones de la ofendida, anteponiendo a su entender sus propias consideraciones personales, no técnicas, para confirmar la prisión preventiva en contra del amparado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

7473-09. PRISION PREVENTIVA. ERROR MATERIAL. Indica la recurrente  que el Juzgado recurrido dictó en contra del  amparado prisión preventiva por tres meses, con vencimiento al 20 de mayo de este mismo año. Que en contra de dicha resolución, la defensa técnica del amparado presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio, motivo por el cual se varió la medida cautelar en el sentido de que la prisión preventiva era por el término de dos meses. Que no obstante, en su calidad de abogada defensora del amparado, solicitó el 20 de abril pasado, audiencia al Juzgado Penal a fin de exponer los motivos por los cuales debía dejarse en libertad a su representado, sin embargo, dicha gestión fue declarada sin lugar, señalando que se trataba de un error el haber dispuesto que la prisión preventiva era por el término de dos meses y no por tres. Que no obstante, bajo el supuesto de que se estaba frente a un error material, el Juzgado Penal decidió que el plazo de la prisión preventiva debía entenderse por espacio de tres meses con vencimiento al 20 de mayo y no de dos meses con vencimiento al 20 de abril,  a pesar de que la Fiscalía ni siquiera solicitó la prórroga de la prisión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

7388-09. CORRELACION ENTRE ACUSACION Y SENTENCIA.  Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 365 Párrafo Final del Código Procesal Penal. Se impugna la norma por considerar que infringe los principios de imparcialidad del juez, debido proceso y legalidad, en cuanto permite que el tribunal imponga una pena más grave o distinta de la solicitada.  Señala que como puede extraerse del artículo 357 del Código Procesal Penal, cuando se requiera condena, el fiscal y el querellante deberán solicitar la pena que estimen procedente, petición que es relevante porque constituye un límite a las pretensiones del actor penal y a su vez, permite ejercer el derecho de defensa, de contradecir las pretensiones del acusador, entre ellas, el monto de la pena. Si la solicitud del acusador no limita las pretensiones, la sanción resultaría sorpresiva, al ser solo conocida al momento de la condena, sin previa oportunidad de defensa. También refiere que el artículo 365 del Código Procesal Penal es un tipo penal abierto, abstracto e impreciso, que como tal, atenta contra el principio de legalidad consagrado en el artículo 39 de la Constitución Política, porque no establece ningún límite al juzgador. Sobre el principio de imparcialidad del juez, se cita la sentencia 11920-07. Finalmente, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF
7387-09. DOBLE INSTANCIA EN MATERIA PENAL EN RESOLUCIONES DE PRESCRIPCION Y REBELDIA. Acción de Inconstitucionalidad contra los Artículos 422 a 442 del Código Procesal Penal. Ley No.7594. Alega el accionante que las normas impugnadas son omisas, al no establecer el derecho de apelación en relación con las resoluciones interlocutorias, concretamente la que deniega una excepción de prescripción y la que decreta la rebeldía. Sobre el tema, se cita el voto número 1550-99 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia considera la Sala que las normas impugnadas, no infringen el derecho a recurrir del fallo o sentencia condenatoria, razón por la cual, debe rechazarse por el fondo la acción. RF    
7378-09. PLAZO PARA CONCILIACION. Consulta Judicial de Constitucionalidad sobre el artículo 36 del Código Procesal Penal. Lo que se somete a conocimiento de esta Sala es la constitucionalidad de la norma, en tanto establece un límite temporal para que la conciliación entre el imputado y la víctima pueda ser acordada como medida alterna al juicio oral y público. Duda el Juez de la  razonabilidad de dicho límite y si es contrario al numeral 41 de la Constitución Política. Sobre la conciliación se cita el voto 7115-98 y sobre la legitimidad constitucional de los límites temporales a la aplicación de formas alternativas de resolver el conflicto penal, se cita el voto 2989-00. Finalmente, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se evacua la consulta en el sentido de que el límite temporal establecido en el artículo 36 del Código Procesal Penal para  conciliar en el proceso penal, no resulta contrario a las normas y principios constitucionales. La Magistrada Abdelnour pone nota. Evacuada
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

8751-09. NIEGAN VISA PARA REUNIFICACION FAMILIAR POR NO DEMOSTRAR SOLVENCIA ECONÓMICA. Alega el recurrente que contrajo matrimonio con una ciudadana cubana en la Habana, ante un notario costarricense.  El 3 de octubre de 2008 solicitó visa por reunificación familiar a favor de su esposa; no obstante, la Dirección General de Migración le previene demostrar solvencia económica para hacerse cargo de su esposa mientras ella obtiene la residencia. El 20 de enero contestó que está sin empleo en este momento y por esa razón le fue denegada la visa, aduciendo que no cumplió con los requisitos de Ley.  El recurrente argumenta que no existe una norma que indique que su solvencia económica es requisito para que se le otorgue la visa de reunificación familiar a su esposa, porque ser pobre causal para impedir la reunificación familiar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y da plazo para presentar acción. SL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

8920-09. CONFLICTO DE COMPETENCIA ENTRE CONTRALORIA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. Considera la Contraloría que es su competencia y no del TSE, la potestad para declarar y aplicar la prohibición de ingreso o reingreso a un cargo de la Hacienda Pública, aún tratándose de la postulación y eventual ejercicio posterior de cargos de elección popular. Se dirime el conflicto de competencia entre la Contraloría General de la República y el Tribunal Supremo de Elecciones en el sentido de que el Tribunal Supremo de Elecciones tiene competencias suficientes, con asidero constitucional, para interpretar el artículo 72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, inaplicando la prohibición allí prevista respecto de la postulación y el eventual ejercicio posterior de cargos de elección popular. Los Magistrados Armijo y Salazar salvan el voto y declaran que el competente es la Contraloría General de la República.     

8284-09. SISTEMA DE ELECCIÓN DE DIPUTADOS. Acción de Inconstitucionalidad  contra el Artículo 138 del Código Electoral. Ley No. 1536 del 10 de diciembre de 1952 y sus reformas. Los artículos impugnados establecen  el subcociente como una barrera de ingreso al sistema de adjudicación de las plazas que quedan sin llenar por conciente. Sobre el tema, se citan las sentencias 3194-92 y 6050-08. Se rechaza por el fondo la acción.  La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Vargas Benavides y Salazar Cambronero salvan el voto y declararan con lugar la acción con sus consecuencias. RF
FAMILIA
8909-09. RECONOCIMIENTO DE FAMILIA DE HECHO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 242 del Código de Familia. La norma establece que la norma de hecho pública, notoria, única y estable, por más de tres años, entre un hombre y una mujer que posean aptitud legal para contraer matrimonio, surtirá todos los efectos patrimoniales propios del matrimonio formalizado legalmente, al finalizar por cualquier causa. Se acusa que se les niega el reconocimiento de familia de hecho a las personas del mismo sexo. Por las razones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. El Magistrado Jinesta pone nota. RP
INTIMIDAD

8441-09. NIEGAN EXCLUIR DATOS PERSONALES DE LA BASE DE DATOS. Indica el recurrente  que solicitó desde el 1 de diciembre del 2008 a la empresa Datum.Net Sociedad Anónima, que se le excluyera de su base de datos, debido a que dicha empresa privada ofrece su imagen y lucra con ella. Aclara que cuentan con sus datos privados y los de su familia, además de conocer los bienes muebles e inmuebles que posee, sus números de teléfonos -incluso los que tiene en su condición de privados-, patronos, salarios, sociedades mercantiles y hasta la dirección exacta de su domicilio. Acusa que también poseen otro tipo de información personal y sensible, que no es legítimamente divulgable por particulares. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

LIBERTAD DE TRANSITO

8344-09. DETENCIÓN. Manifiestan la recurrente: que el primero de mayo de este año haciendo uso de sus derechos y libertades constitucionales, ella y los amparados se presentaron a la Asamblea Legislativa en protesta pacífica en conmemoración del Día del Trabajo, que poco después de finalizada la actividad, en las inmediaciones del Paseo de los Estudiantes, alrededor de las dos de la tarde, varios policías sin identificación detuvieron de manera arbitraria a los amparados, utilizando la fuerza, maltratando psicológica y físicamente a los tutelados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

MINORIAS
8990-09. AUSENCIA DE ACERAS Y RAMPAS EN EL CARMEN DE  GUADALUPE IMPIDE LIBRE TRÁNSITO A PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Manifiesta la recurrente  que es una persona con discapacidad, que vive en el Residencial la Pradera, ubicada en El Carmen de Guadalupe en donde no existen aceras y los lugares destinados a paradas o terminales no se adecuen a las necesidades de las personas con discapacidad. Se declara con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta al disfrute de iguales oportunidades. Se ordena al Alcalde Municipal de Guadalupe, que de inmediato adopte las medidas que sean necesarias para que El Carmen cuente con aceras, rampas y desniveles y demás facilidades que permitan el libre desplazamiento de la población discapacitada.  En lo demás, se declara sin lugar. CL Parcial
8973-09. POR SER HOMBRE IMPIDEN INGRESO A INSTITUCIÓN PÚBLICA. Aduce el  recurrente que para efectos profesionales, sea atender un caso relacionado con violencia doméstica y de género, el amparado se apersonó a las instalaciones del Instituto Nacional de las Mujeres a solicitar información escrita relacionada con esa temática. Que en dicho lugar un guarda  le impidió el acceso a esa oficina pública y como explicación le informó que "por políticas internas" de esa oficina "no se permitía el acceso al inmueble de ningún hombre". Que ante esta situación llamó a su jefe, el recurrente para comunicarle lo sucedido, quien minutos después se apersonó al lugar y le pidió al guarda, que le informara quién había establecido esas "políticas internas". Que ni el guarda, ni una funcionaria que salía del lugar, dieron más explicaciones. Que consideran que tales actuaciones crean desigualdad de género.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8781-09. INSTALACIONES DE BANCO NACIONAL EN TARRAZU NO SON ADECUADAS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Alega el recurrente que es una persona discapacitada y tiene problemas porque el edificio de la sucursal de San Marcos de Tarrazú del Banco Nacional de Costa Rica, que se encuentra ubicado a un costado del Parque del mismo lugar, no tiene una rampa de acceso para minusválidos en su entrada principal, todo lo cual hace imposible que la recurrente pueda ingresar al lugar para realizar trámites en el cajero automático.  Por esta razón, para poder retirar el dinero de su pensión la petente se ve obligada a solicitar a algunos de sus familiares que le hagan el trámite en el cajero.  Además, en varias ocasiones la tarjeta le ha sido retenida, por lo cual la recurrente ha tenido que presentarse en las oficinas respectivas para recuperarla, a pesar de lo difícil que es para ella ingresar al local, labor que la hace sufrir dolores y molestias de orden físico y moral.  Agrega que aunque en la edificación aparentemente existe un acceso para discapacitados, éste carece de señalización y se encuentra a un costado del edificio, muy al fondo, y está cerrado con un portón de metal que siempre está asegurado con un candado.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General a.i. del Banco Nacional de Costa Rica, que dentro del TÉRMINO DE DOS MESES, que se contará a partir de la notificación que se le hará de esta sentencia, dicte las órdenes e instrucciones que correspondan, para que dentro del mismo plazo, sea habilitado el uso del cajero automático para personas con discapacidad, en igualdad de condiciones que aquellas que no tienen discapacidad. CL

8313-09. ADULTOS MAYORES PUEDEN HACER USO DE SERVICIOS DE BUSES, SÓLO CON LA CEDULA DE IDENTIDAD. Alega el recurrente que su padre, quien es adulto mayor, se disponía a realizar un viaje de Hatillo hasta Alajuelita, en la línea 205. Acusa que el chofer del autobús le solicitó el tiquete para dejarlo abordar, sin embargo, debido a razones de índole personal, el amparado no portaba consigo dicho documento. Indica que aunque su padre intentó razonar con el conductor, y le explicó que a tenor de la Ley los adultos mayores pueden acceder a ese servicio con tan sólo presentar su cédula de identidad, el chofer le respondió que él no sabía nada, pero que para ingresar al automotor pagaba el pasaje o presentaba el tiquete, motivo por el cual el amparado debió cancelar el rubro cobrado. Refiere el recurrente que la Ley 7935 de octubre de 1999 explicó en sus inicios que para que una persona pudiera acceder a los beneficios allí sentados, debía cumplir con el requisito de presentación del carné de identificación expedido por la Caja Costarricense del Seguro Social.  Posteriormente, se agregó a ese requisito, la necesidad de presentar un tiquete. Después de 7 años de promulgada la Ley referida, y ante el trámite excesivo al cual se estaba sometiendo al adulto mayor, se promovió a debate un nuevo expediente que culminó con la Ley No. 8500 de Reforma de los artículos 8, 11 y 35 de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor No. 7935 y derogación de su artículo 10, en donde se estatuyó que bastaba con la presentación de la cédula para gozar de los beneficios propugnados por la normativa que protege a los adultos mayores. No obstante ese cambio, no se eliminó la necesidad de presentar el tiquete para acceder al servicio de transporte público referido. Comenta que a raíz de esa situación y con ocasión de todas las denuncias gestadas en los medios televisivos y de prensa escrita, se optó por la eliminación de este requisito. Pese a lo dicho, acusa que el Consejo de Transporte Público acordó en el artículo 7.2 de la Sesión ordinaria 21-2009 del 24 de marzo de 2009 solicitar a la Junta Directiva de la Caja, por recomendación de la Gerencia de Pensiones, una prórroga en la emisión y distribución de tiquetes de exoneración de pago en el uso de transporte público para los adultos mayores. Con ocasión de la recomendación emitida, la Junta Directiva acordó ilegalmente conceder lo pedido, y continuar con la emisión de tiquetes hasta el 30 de septiembre de 2010. Se declara con lugar el recurso y se ordena a Presidente Ejecutivo de la CCSS y a LA Viceministro de Obras Públicas y Transportes, hacer cumplir los beneficios establecidos en la ley 7935 Ley Integral de la Persona Adulta Mayor y se les permita el acceso a los adultos mayores al Trasporte Público, en la modalidad de bus, únicamente con la presentación del documento de identidad que indica la ley. CL

8339-09. ORDENAN APLICAR VACUNA DE NEUMOCOCO A ADULTOS MAYORES. Alegan los recurrentes, quienes son adultos mayores, que la Caja Costarricense de Seguro Social se niega a incluirlos dentro de los grupos que deben recibir la vacuna contra el neumococo, a pesar de que la propia institución los ha colocado dentro del mismo parámetro de riesgo que los niños. En su informe, las autoridades de la institución recurrida explican que la vacuna contra el neumococo, se aplica a los usuarios mayores de sensenta y cinco años, que previamente hayan sido calificados como de alto riesgo por los médicos de la institución. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo, y a la Gerente Médica, ambas de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de inmediato realicen las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se le aplique la vacuna contra el neumococo, a los recurrentes, y a todos los adultos mayores de sesenta y cinco años, según los términos de esta sentencia. CL
8513-09. FALTA DE ACERAS EN URBANIZACIÓN DE HEREDIA IMPIDE TRANSITAR A PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Aduce la recurrente que es vecina de San Pablo de Heredia, y  que en la Urbanización donde vive fue eliminada la parada de autobús  y  fue trasladada  unos doscientos metros, por lo que al tener problemas de discapacidad se le dificulta el caminar cincuenta metros, con mucha más razón, doscientos metros para llegar a la parada del autobús. Solicita que se obligue a las autoridades recurridas realizar las adecuaciones de acceso y mejoras en las aceras y cruce de calles de la comunidad,  ya que, a falta de éstas, tienen que caminar por la calle, asimismo solicita se demarque con una zona de seguridad y un semáforo, así como reubicar la parada de autobuses a su lugar original. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto se refiere a la Municipalidad de San Pablo de Heredia, y en consecuencia se le ordena al Alcalde de la Municipalidad del cantón de San Pablo de Heredia, adoptar las medidas pertinentes para que, de forma inmediata, aperciba a los propietarios o poseedores de los bienes inmuebles ubicados en las inmediaciones de la Urbanización Nuevo Jerusalén, para que den inicio a la construcción o restauración de las aceras frente a sus propiedades, en caso de que sea necesario, y que se les brinde mantenimiento a las que lo requieran, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley 7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que, en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir con las obligaciones señaladas, esa municipalidad supla los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL
8009-09. FALTA DE  ACERAS Y RAMPAS EN TRAYECTO DE SAN FRANCISCO DE DOS RIOS Y ZAPOTE. Indica el recurrente que es una persona no vidente, por lo que utiliza un perro guía, que todos los días se desplaza a pie, desde su casa de habitación, ubicada en San Francisco de Dos Ríos, hasta una empresa familiar en Zapote. Que las aceras de este trayecto están mal diseñadas, tienen huecos, gradas, pequeños precipicios, caños profundos, se acumulan aguas residuales y, hay basura, situación que obstaculiza el paso;  que hacen falta rampas, y algunos de los obstáculos hacen que se vea obligado a transitar por la calle, lo que ha puesto en peligro su vida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de San José, que gire las órdenes y emita las instrucciones respectivas para que la Municipalidad de San José proceda según lo dispuesto en los ordinales 75 in fine y 76 inciso g) del Código Municipal, de modo tal que el problema de aceras y obstáculos en el sitio ubicado 150 metros al oeste de la Chiclera en Quesada Durán quede resuelto en definitiva en el plazo improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. Asimismo, se ordena a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, que gire las órdenes y emita las instrucciones respectivas para que, por un lado, de inmediato se realicen operativos para resolver el problema de automóviles mal parqueados en el sitio supracitado, y, por otro, dentro del plazo improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
7986-09. CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN ENTIDADES PÚBLICAS DE PEREZ ZELEDÓN. Aduce el recurrente que se presentó a la Sucursal de Instituto Nacional de Seguros de Pérez Zeledón a realizarse unas curaciones debido a un accidente que sufrió, para lo cual requería de un vehículo y movilizarse en una silla de ruedas, sin embargo, personeros de la Municipalidad  recurrida le impusieron una multa por estacionarse en una zona prohibida. Manifiesta que en las instalaciones del Instituto Nacional de Seguros no existen zonas para personas discapacitadas, lo mismo ocurre en la Municipalidad recurrida, recinto al que necesitaba acceder para cancelar la multa impuesta. Sostiene que por el centro de San Isidro del General no hay condiciones para que una persona con discapacidad pueda trasladarse libremente por sus propios medios.  Agrega que el ente municipal recurrido no cuenta con acceso al segundo piso por medio de ascensor o rampas, por lo que no se le ha permitido manifestar su inconformidad respecto a la multa impuesta, ni plantear su situación como ciudadano. Estima que la ciudad no dispone completamente de rampas que permitan movilizarse por medio de transporte público y acceder a los servicios que se prestan a la comunidad, por lo que la entidad municipal recurrida alega no ser responsable del cumplimiento de la Ley 7600. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, contra la Municipalidad de Pérez Zeledón y el Instituto Nacional de Seguros, ya que en la zona de estacionamiento de dicha Municipalidad, así como en la zona de estacionamiento de la Sucursal y del Dispensario Médico del Instituto Nacional de Seguros en Pérez Zeledón, no existen espacios destinados, expresamente, para estacionar vehículos conducidos por personas con discapacidad o que las transporten, y por la omisión de la Municipalidad de Pérez Zeledón en garantizar que todas las aceras del centro de San Isidro de El General cuenten con las rampas correspondientes, a efecto de que las personas de la comunidad que tengan alguna discapacidad puedan desplazarse libremente. En consecuencia, se ordena a la Alcaldesa, y a la Presidenta del Concejo Municipal, ambas de la Municipalidad de Pérez Zeledón, que en el término improrrogable de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, tomen las medidas que sean necesarias para que en la zona de estacionamiento de esa Municipalidad se establezcan espacios destinados, expresamente, para estacionar vehículos conducidos por personas con discapacidad o que las transporten, conforme a lo dispuesto en el artículo  43 de la Ley 7600, y para que se garantice que las aceras a que hace referencia este amparo cuenten con las mencionadas rampas. También se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros, que en el término improrrogable de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, tome las medidas que sean necesarias para que en la zona de estacionamiento, de los establecimientos de dicha institución en Pérez Zeledón, se establezcan espacios destinados, expresamente, para estacionar vehículos conducidos por personas con discapacidad o que las transporten, conforme a lo dispuesto en el artículo  43 de la Ley 7600. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

PODER EJECUTIVO
8065-09. RETARDO EN REGLAMENTAR LA LEY DE PESCA Y ACUICULTURA. Alegan los recurrentes que las instituciones recurridas en conjunto con el Poder Ejecutivo tienen por disposición legal el deber de reglamentar la Ley de Pesca y Acuicultura, el cual y hasta el momento no se ha realizado, lesionándose con ello sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 párrafo 2º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se ordena al Poder Ejecutivo, integrado por quienes ocupen los cargos de Presidente de la República y Ministros de Agricultura y Ganadería, Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, Trabajo y Seguridad Social, Obras Públicas y Transportes y Salud, que dentro del plazo de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, procedan a elaborar y emitir el reglamento a la Ley número 8436, Ley de Pesca  y Acuicultura, proceso en el cual se deberá garantizar la participación ciudadana.  CL

PODER JUDICIAL
7604-09. JURISPRUDENCIA DE LA SALA PRIMERA. PLAZO DE CADUCIDAD DE UN PROCESO CONTENCIOSO.  Acción de Inconstitucionalidad contra la Interpretación Reiterada de la Sala Primera, El Tribunal Contencioso del Término Demanda que emplea el Artículo 68.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Se impugna la interpretación judicial reiterada en el sentido de que el escrito de  interposición de la acción (artículo 36 LRJCA) constituye para todo efecto jurídico procesal, la interposición de la demanda, lo cual incide en forma directa al contabilizar el plazo para declarar caduco un proceso contencioso-administrativo. Tal jurisprudencia la considera contraria al principio de vinculatoriedad erga omnes de las sentencias de la Sala Constitucional. Asimismo viola el derecho fundamental de acceso a la justicia. La Sala Constitucional ha indicado claramente que la interposición de la demanda es solo un acto a través del cual se trae el expediente administrativo que da sustento al acto impugnado y le brinda tiempo a la parte actora para que se imponga de su contenido con el objeto de formular luego una buena demanda (sentencia N° 2003-3481). Estima que la jurisprudencia lesiona el derecho de acceso a la justicia al hacer una interpretación restrictiva y contraria a los principios de razonabilidad y proporcionalidad del concepto demanda, pues para sancionar el posible abandono en que incurre la parte obligada a instar el proceso, escoge el medio más gravoso para el derecho fundamental. SL
7389-09. JURISPRUDENCIA CIVIL SOBRE DISCUSION DE NULIDADES PROCESALES EN PROCESOS EJECUTIVOS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Jurisprudencia Reiterada del Tribunal Primero Civil de San José. El accionante impugna la jurisprudencia del Tribunal Primero Civil de San José según la cual una vez aprobado el remate en un proceso ejecutivo hipotecario, no cabe interponer incidencia alguna. Manifiesta que en esos casos, en principio habría que acudir a la vía ordinaria a discutir el punto; sin embargo,  tampoco en esa vía serían escuchados, debido a la aplicación por parte de los juzgados civiles de reiterada jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que señala que no son susceptibles de revisión en vía ordinaria, las eventuales nulidades procesales ocurridas en un juicio ejecutivo. El recurrente estima que la imposibilidad de acceder a la revisión de una resolución una vez aprobado el remate en un proceso ejecutivo hipotecario, constituye una denegatoria de justicia (artículo 41 constitucional). La Sala en numerosas sentencias ha analizado la peculiar configuración de los juicios ejecutivos, y ha declarado conformes con el Derecho de la Constitución las limitaciones al ejercicio de la defensa que contienen estos procesos, se citan las sentencia 486-94, y 7673-99. Con base en las consideraciones expuestas en la sentencia se rechaza por el fondo la acción.  RF
7390-09. APELACION CONTRA CADUCIDAD DE INCIDENTES. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 485 del Código Procesal Civil. Alega la recurrente, que la norma es inconstitucional porque impide la posibilidad de recurrir el fallo que disponga la caducidad del incidente, lo cual resulta violatorio a los principios del debido proceso, a la doble instancia y al acceso a una justicia pronta y cumplida. Sobre el tema de doble instancia se citan los votos 0282-90, 0300-90, 1058-94, 0486-94, 1129-90, 6369-93, 2365-94, 0852-95, 5927-96, 5871-96, 6271-96, 3333-98, 8927-2004, 11071-2004, 2240-2005, 8927-2005 y  7988 -2005. Asimismo, sobre la constitucionalidad del artículo cuestionado, se cita el voto 06369-1993. RF

PRIVADOS DE LIBERTAD
8954-09. CIERRE DE CENTRO PENAL PARA MUJERES EN PEREZ ZELEDÓN. Manifiesta la recurrente que el  Ministerio recurrido procedió a la apertura del Centro de Atención Institucional de la Mujer en Liberia y el Centro Penal para Mujeres en Pérez Zeledón, esto a partir de los resultados de una investigación de oficio sobre las condiciones de privación de libertad de las mujeres en El Buen Pastor. No obstante, para este año, se dispuso el cierre del Centro de Atención Institucional de Pérez Zeledón para mujeres y se ordenó el traslado de las mujeres privadas de libertad de ese centro al Centro de Atención Institucional El Buen Pastor, lo cual a juicio de la recurrente dificultará tanto la relación conyugal y familiar de las privadas de libertad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8470-09. REUBICACIÓN. Alega el recurrente que es un adulto mayor de 72 años de edad, que se encuentra privado de su libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma, propiamente en el Ambito B. Que anteriormente permanecía recluido en el Centro de Atención Institucional Adulto Mayor, en donde el recurrido que es el Director y con quién desde hace varios años ha tenido serios problemas personales. Que en el lugar en donde actualmente se encuentra privado de su libertad corre peligro su vida, puesto que sufre de un problema cardiaco avanzado, el que se ha visto agravado a consecuencia de dicha reubicación ya que ha sufrido un daño moral, psicológico y se pone en riesgo su integridad física por su estado de salud. Se declara SIN LUGAR el recurso. Tomen nota las autoridades recurridas de lo dicho en el segundo considerando de este pronunciamiento. SL
8080-09. FALTA DE ATENCIÓN MÉDICA A PRIVADAS DE LIBERTAD. Indica  la recurrente que labora para el Instituto Latinoamericano de Derechos Humanos y la Paz Social, y que entre las denuncias que han planteado las mujeres que se encuentran privadas de libertad en el Centro Institucional El Buen Pastor no cuentan en la actualidad con un médico ginecólogo que las atienda, por lo que se ven imposibilitadas a realizarse exámenes de papanicolau, revisión y tratamiento de enfermedades venéreas, alergias, entre otras. Manifiesta que tampoco cuentan con un pediatra para atender a los niños que viven en dicho lugar, poniendo sus vidas y las de sus hijos en peligro. Indica que el centro institucional recurrido no le proporciona a las mujeres que se encuentra en estado de embarazo una alimentación especial , ni se les  suministra a  las amparadas  las toallas sanitarias, lo cual las coloca en alto riesgo de contraer enfermedades venéreas ya que muchas de ellas por su situación económica no pueden comprar dicho producto. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
SERVICIOS PUBLICOS
9013-09. NIEGAN INSTALACIÓN DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Señala el recurrente  que es propietario de un inmueble donde construyó varios locales comerciales, ello previo a obtener la disponibilidad hídrica por parte de la Asociación accionada, por lo que hizo la solicitud de la conexión del servicio de agua y dos medidores para su centro comercial, pero se le solicitó una colaboración de dos mil quinientos dólares para conectar el servicio. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Presidente de la Asociación de Acueducto de Herradura  proceder a conectar el servicio de agua potable al recurrente si éste cumple con los requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico en forma inmediata así como a dar respuesta a las gestiones presentadas por el recurrente el día trece de enero y dos de febrero, ambas  del año en curso. CL

8767-09. FALTA DE COMUNICACIÓN SOBRE RACIONAMIENTO DE AGUA POTABLE EN DESAMPARADOS.  Alega  la recurrente que es vecina de Calle Sabanilla de El Llano de San Miguel de Desamparados, por lo que solicitó medidor al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Indica que desde que se trasladó a vivir a ese lugar, sufre graves problemas con el suministro de agua potable. Afirma que a pesar de que no cuentan con el líquido necesario para una vida digna, la facturación de dicho servicio llega todos los meses con tarifas absurdas, como si recibieran el servicio durante todo el día. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por la falta de comunicación de los planes de racionamiento en el abastecimiento de agua potable a los vecinos de Calle Sabanilla de El Llano de San Miguel de Desamparados. En consecuencia se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quien en su lugar ejerza tal cargo, que dentro del plazo de ocho días contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, les comunique a los habitantes de Calle Sabanilla de El Llano de San Miguel de Desamparados los racionamientos aplicados a esa comunidad y los planes para remediar el problema de mal suministro de agua potable con inclusión del plazo correspondiente para su solución. CL
8544-09. IRREGULARIDADES EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Aducen los recurrentes  que actualmente el 90% de la población que habita en la comunidad de Altos de Peralta, no cuenta con agua potable durante el día, ya que los cortes de la misma son frecuentes y se prolongan durante varias horas, incluso en la noche no existe la fluidez necesaria del recurso hídrico para abastecer las necesidades básicas. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se le ordena al Alcalde Municipal a.i. del cantón de Grecia, que de inmediato realice las acciones necesarias para normalizar la prestación del servicio de agua potable a la población afectada en la comunidad de Altos de Peralta. CL
8482-09. NIEGAN INSTALACIÓN DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE POR FALTA DE RAMALES.  Alega el recurrente que es propietario de una  finca ubicada en la localidad de Bajo Moras de Santiago de Puriscal, el cual cuenta con el plano catastrado y  cuenta con visado municipal para la construcción, razón por la cual, solicitó el servicio de agua potable; no obstante, se le indicó que el tubo madre no llegaba hasta su propiedad, por lo que tenía que solicitar la extensión del ramal del servicio. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL

8003-09. ELIMINAN PAGO DE CUOTAS OBREROS PATRONALES A LA CAJA  DEL SEGURO. Aduce el recurrente que el amparado es cuadrapléjico desde hace nueve años, y que de él dependen económicamente su cónyuge y sus dos hijos. Que desde que presentó su discapacidad ha sido pensionado del Instituto Nacional de Seguros, conforme al capítulo de Riesgos del Trabajo del Código de Trabajo actual. No obstante, se le comunicó que por acuerdo de la Junta Directiva del Instituto recurrido, ya no se cancelarían más cuotas de la CCSS. Que el criterio de la disposición es una interpretación de la Dirección Jurídica de la Institución recurrida, según el cual la Ley 5905 de Pensionados Protegidos por los Seguros de Enfermedad y Maternidad no obliga al pago de las cuotas ya que "en su artículo 2 establece que la cuota patronal a pagar a la Caja Debe ser cubierta por el Fondo Nacional de Pensiones, como si se tratara de un patrono. Se declara con lugar el recurso, únicamente, en cuanto se dirige contra las autoridades del Instituto Nacional de Seguros y, en consecuencia, se anula el acto dictado por la Junta Directiva del Instituto recurrido en el acuerdo II de la sesión 8901 de 14 de julio de 2008. En lo demás se declara sin lugar el amparo. CL

8045-09. SERVICIO DEFICIENTE DE AGUA POTABLE. Solicita el recurrente  que en forma inmediata se intervenga el acueducto que abastece  de agua potable a la comunidad de Fila de Cal, de Corredores  y así dar protección a sus padres y a varios vecinos a lo que se les quita el preciado liquido. Explica que varios individuos, por su poder económico y prepotencia, le impiden a la ASADA  ordenar dicho acueducto. Además, afirma que la Municipalidad de Corredores tiene responsabilidad en el asunto, al haber permitido un proyecto turístico que se desarrolla instalando un acueducto paralelo sin tomar en cuenta a la Asociación de Acueducto Fila de Cal. Aduce que la ASADA  no tiene los recursos económicos para resolver el problema, y que como consecuencia,  se les corta parcialmente el suministro de agua a 8 propietarios de finca mientras que un extranjero gasta en el proyecto turístico más de 5000 litros de agua diarios con el acueducto privado paralelo que instaló sin ninguna autorización de la ASADA. Se declara con lugar el recurso, se le ordena al Presidente Ejecutivo y al  Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que adopten las medidas necesarias y ejecuten las acciones pertinentes para que dentro del plazo improrrogable de un año contado a partir de la notificación de esta sentencia, la Comunidad de Fila de Cal de Corredores de Puntarenas disfrute de un servicio de agua potable adecuado para compensar la demanda de ese líquido. CL

7893-09. SUSPENSIÓN DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Manifiesta el recurrente que compró una vivienda con el servicio de agua potable, ubicada en el Alto de San Rafael de Oreamuno y  la  Municipalidad  le suspendió el servicio de agua potable, y decomisó el medidor de agua. Señala que aunque se encuentra al día con el pago de los servicios municipales, se giraron instrucciones para que no le reinstalen el servicio de agua, a pesar de que en la tubería municipal hay agua y no existe problema.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

7929-09. NIEGAN INSTALACION DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Aduce el recurrente que compró una propiedad, la cual habita con su familia, que  la misma no contaba con agua potable, por lo que utilizaban  un pozo artesanal que existe en la propiedad, pero que el  consumo de esa agua les ocasionó problemas de salud, por ello, solicitó a la Asociación recurrida la instalación de una paja de agua, pero al cumplir los requisitos le comunicaron el deber de cancelar la suma de cuarenta mil colones - ¢ 40.000 - por el costo del medidor y de la respectiva instalación, lo cual accedió. No obstante, se le informó que para tener acceso al agua debía pagar $ 600 dólares, suma que considera irrazonable. Por consiguiente, se le indicó que no le pueden prestar el servicio hasta que pague los montos fijados por ellos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

7534-09. NIEGAN INSTALACION DE AGUA POTABLE. Indica la recurrente que es propietaria de un inmueble situado en el Cantón Cartago y que el agua del que se sirve una buena parte del caserío de Tejar de El Guarco y otros distritos, proviene de nacientes ubicadas en el Cantón Primero de Cartago.  Agrega que la Municipalidad de El  Guarco es la encargada de suplir el agua a las propiedades que se encuentran entre las colindancias de cantón y precisamente este es su caso. Asegura que no solo por costos, sino por la indisponibilidad de medios y sobre todo por la existencia de acuerdo entre Concejos, la Municipalidad de Cartago no puede otorgarle una paja de agua en el lugar donde vive, toda vez que quien es y ha sido por años la encargada de brindar dicho servicio es la Municipalidad de El Guarco. Añade que su casa es habitada por sus cuatro hijos y su esposo, por lo que se vio en la imperiosa necesidad de hacer por sí misma la conexión a la cañería Municipal y de esta agua se han venido sirviendo ante la negativa del Municipio. Acusa que el día 18 de febrero del 2009, funcionarios de la Municipalidad recurrida, procedieron a cortarle el agua; y luego del corte de su servicio, le instalaron una paja de agua a otro de los vecinos de la zona. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de El Guarco, proveerle personalmente y en tanto la Municipalidad de Cartago no brinde el servicio en la zona, el servicio de agua a la recurrente, en el plazo de quince días a partir de la comunicación de esta sentencia. Asimismo, se le ordena al Alcalde Municipal de Cartago, adoptar las providencias y medidas necesarias a efecto de extender el servicio de acueducto a la zona donde se ubica el inmueble de la recurrente, dentro del plazo de seis meses, de lo cual deberá de informar a ésta Sala. CL

7558-09. NIEGAN INSTALACION DE AGUA POTABLE. Manifiesta el recurrente que desde hace 6 meses se instaló un precario en el Barrio San Martín, ubicado en el distrito Jiménez, del cantón de Pococí en Limón. Indica que en el Precario San Martín habitan alrededor de 50 familias, con una población aproximada de 150 personas, entre niños, adultos y adultos mayores, quienes no cuentan con el servicio de agua potable, por lo que incluso se encuentran tomando agua de un pozo.  Señala que los vecinos se niegan a venderles agua, por cuanto pretenden que la policía los saque del lugar.  Alega que el 31 de marzo del 2009, vecinos del Precario presentaron en la Oficina Cantonal del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados en Pococí una solicitud de colocación de paja de agua con su respectivo medidor, sin embargo no se ha dado respuesta a la gestión. Se declara con lugar el recurso, y se les ordena al Subgerente General, y  al Jefe de la Oficina Cantonal de Pococí, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, realizar las gestiones correspondientes, a efectos de que de inmediato se instale a los amparados una fuente pública de agua potable. CL

SUJETO DE DERECHO PRIVADO
7546-09. NIEGAN DESAFILIACIÓN EN ORGANIZACIÓN DEL PODER JUDICIAL. Manifiesta el recurrente que es socio activo de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial desde el año 2000, y que en marzo del 2009, presentó ante la entidad recurrida formal renuncia como socio y afiliado, la que se rechazó argumentando que resulta improcedente dada la existencia de créditos activos suscritos. Alega que su pretensión no está orientada en la devolución de las acciones y ahorros que tiene en dicha asociación, únicamente es respecto de la desafiliación a dicha entidad.  Añade que al responder el crédito con garantía fiduciaria y que el rebajo de las cuotas se efectúa por medio de rebajo automático de su salario, por lo que no hay justificación para lo resuelto por parte de los recurridos.  Se declara con lugar el recurso, en  consecuencia, se ordena al Gerente General de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial, que  inmediatamente, lleve a cabo todas las actuaciones necesarias, para que se proceda con la desafiliación del amparado solicitada el 23 de marzo de 2009. CL

MUNICIPALIDAD
8734-09. FALTA DE ACERAS Y ALCANTARILLADOS EN LA COMUNIDAD SAN JUAN GRANDE DE ESPARZA. Indica el recurrente que representa a los asociados que residen en el asentamiento del Instituto de Desarrollo Agrario en San Juan Grande de Esparza.  Que la Municipalidad de Esparza realiza el cobro por concepto de impuesto de bienes inmuebles y recolección de basura, sin dar utilidad a tales rubros, por cuanto las calles de la comunidad no cuentan con asfalto, aceras, ni el alcantarillado para el desagüe de las aguas fluviales ni pluviales, lo que ocasiona que tales aguas discurran por la calle, lavando la misma.  Señala que las autoridades de la Municipalidad recurrida argumentan que al ser una "zona congelada" no pueden arreglar las calles.  Añade que en varias ocasiones se ha acudido a la Municipalidad para que se de solución al problema de falta de calles, aceras y alcantarillado, pero cuando ocasionalmente realizan algún arreglo, la calle queda en peores condiciones de las que se encontraba. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Tomen nota las autoridades recurridas de lo dispuesto en el considerando segundo de esta sentencia. SL

8756-09. CONSTRUCCIÓN DE CENTRO COMERCIAL EN ALAJUELA PRETENDE  CONECTARSE CON PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS DE URBANÍZACIÓN. Manifiesta el recurrente que la amparada construyó en la Provincia de Alajuela, una urbanización y  para la construcción de la misma tuvo que realizar un estudio de impacto ambiental, que entre otros aspectos contempló la construcción de una planta de tratamiento de aguas residuales, con una capacidad específica suficiente únicamente para satisfacer las necesidades del proyecto urbanístico habitacional. No obstante, en estos momentos en el sector este de la urbanización, se está construyendo un mega proyecto civil, consistente en una serie de edificaciones para la instalación de un centro comercial  de la cadena denominada Price Smart,  que pretende hacer uso de la planta de aguas residuales que la urbanización Portón de Andalucía tiene, lo cual pone en peligro el correcto servicio de tratamiento y evacuación de aguas servidas, no solo de las casas existentes actualmente sino también de las casas que se construirán. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8548-09. PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS NEGRAS GENERA CONTAMINACIÓN EN EL ROBLE DE PUNTARENAS. Manifiesta el recurrente que la planta de tratamiento de las aguas negras ubicada en El Roble de Puntarenas, está contaminando la comunidad pues la misma está colapsada, emana insoportables olores y pone en riesgo la salud de los habitantes, pues el deterioro que han permitido las autoridades recurridas es absoluto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados el primero, Ministra de Salud la segunda y Alcaldesa Municipal de Puntarenas la última,  adoptar cada uno dentro del ámbito de sus competencias, las medidas que sean necesarias para darle una solución integral al problema de la planta de tratamiento de aguas residuales del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados en El Roble de Puntarenas. CL
8495-09. CIERRE DE VÍAS POR CONSTRUCCIÓN DE TRIBUNALES DE ALAJUELA. Alega el recurrente que debido a la construcción que se realiza en los Tribunales de Alajuela, las vías y las aceras sobre la calle central, avenida nueve, fueron cerradas, lo que ocasionó una obstrucción del paso peatonal y vehicular. Además, menciona que la empresa constructora tiene parte de su maquinaria en el costado norte, avenida nueve. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Nota Calzada. SL

8547-09. RETARDO EN LA CONSTRUCCIÓN DE CAÑOS Y DESAGÜES EN RÍO SEGUNDO DE ALAJUELA. Indica  el recurrente que presentó una gestión ante la Unidad Técnica de Gestión Vial de la Municipalidad recurrida, tendente a que se tomaran las medidas necesarias a efecto de reparar y construir aceras en el Coyol, la Urbanización Bertalia y el sector conocido como calle La Chanchera, ubicada en Río Segundo de Alajuela, donde se le  indicó que su solicitud sería trasladada al Sub proceso de Control Fiscal y Urbano accionado, a fin de que se procediera a la reorganización vial y posteriormente se comenzaría las obras solicitadas. Posteriormente a la última nota y a pesar de las gestiones realizadas, no se le volvió a informar de lo acaecido en el asunto dicho, siendo que a la fecha no se le ha dado una resolución final a su solicitud. Se declara CON lugar el recurso, y se les ordena al Coordinador del Proceso de Control Fiscal y Urbano el primero y al Coordinador del Sub Proceso de Gestión Vial, ambos de la Municipalidad de Alajuela, que dentro del marco de sus atribuciones y competencias, y en coordinación con las instituciones correspondientes realicen todos los actos necesarios para solventar en definitiva el problema de evacuación de aguas pluviales e infraestructura que realice la función de recolección en la calle conocida como La Chanchera,  lo anterior en un plazo de seis meses contado a partir de la comunicación de la presente resolución. SE ORDENA A LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, EN LA PERSONA DEL GERENTE DE ÁREA DE SERVICIOS MUNICIPALES, que no autorice el presupuesto ni ninguna modificación presupuestaria para el siguiente presupuesto, proveniente de la Municipalidad de Alajuela si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
8044-09. ESTANCAMIENTO DE AGUAS PLUVIALES POR FALTA DE ALCANTARILLAS. Indica  la recurrente que su casa de habitación está sufriendo daños debido a que las aguas pluviales penetran, se acumulan y estancan en el jardín de la propiedad, su corredor y posteriormente penetran a la vivienda. Indica que lo anterior es debido a que la calle que pasa frente a la vivienda posterior a su asfaltado, quedó a una altura y nivel superior a la propiedad, convirtiéndose en una barrera artificial que impide un adecuado desagüe, debido a la omisión y negligencia municipal de no construir paralelo al asfaltado de la vía el correspondiente alcantarillado y desagüe necesario para una adecuada circulación de las aguas. Añade que la Municipalidad de Pérez Zeledón tiene conocimiento de esa situación, pero aún no ha obtenido respuesta a su gestión. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena a la Alcaldesa, y al Coordinador de la Unidad Técnica, ambos de la Municipalidad de Pérez Zeledón, disponer lo necesario para que la gestión de la actora del 9 de marzo de 2007 sea contestada en los ocho días posteriores a la comunicación de esta sentencia, así como, para que en los quince días siguientes a la misma comunicación se inspeccione la vivienda de la recurrente y se defina, en el lapso de un mes, las obras a ejecutar para solventar el problema de aguas estancadas que le aqueja. De lo anterior deberán informar oportunamente a la Sala. CL 

7990-09. AGUAS PLUVIALES CAEN EN VIVIENDA DE URBANIZACIÓN EN OREAMUNO DE CARTAGO. Alega el recurrente que es una persona con capacidades disminuidas por cuanto es no vidente y que la vía que lleva a la entrada principal de -norte a sur-  de la urbanización donde vive, está en muy mal estado y tiene huecos gigantescos, que ponen en riesgo su vida, por su condición de no vidente. Se declara parcialmente con lugar el recurso, y se le ordena al Alcalde Municipal de Oreamuno, que adopte las medidas pertinentes para que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se construya las aceras que echa de menos el recurrente, en la zona que le corresponda a la Municipalidad y, en las que corresponda a los respectivos propietarios o poseedores de bienes inmuebles de las zonas indicadas los aperciba para que inicien la construcción de aceras frente a sus propiedades, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor respectivo de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Oreamuno supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. Asimismo, se ordena al Alcalde Municipal de Oreamuno, adoptar las medidas del caso, para que de inmediato se solucione el problema originado por el hueco que existe en la ruta de acceso a la urbanización Campos Elíseos.CL Parcial
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Acción de inconstitucionalidad 

Accionante: Fernando Sánchez Campos
contra: los artículos  2, 3, 4 y 43 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito y el inciso h) del artículo 3 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República
NOTA DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO:
He concurrido con mi voto declarando sin lugar la acción planteada por el diputado Fernando Sánchez Campos, entendiendo mi desestimatoria en el sentido estricto procesal que deniega la pretensión de la acción, lo cual quiere decir, en primer lugar, que las normas impugnadas no son inconstitucionales, conforme lo desarrolla la parte considerativa de la sentencia, salvo los Considerandos VIII y IX y, en segundo lugar, que esas normas sí son aplicables a los diputados; hasta allí, pues, mi voto.-

Coincido con lo afirmado por la mayoría en la parte considerativa de la sentencia, en cuanto que los diputados son funcionarios públicos y, por ende, también obligados al deber de probidad, pero disiento radicalmente de lo dicho en los Considerandos VIII y IX, que vienen a dar la razón al accionante al establecer que las normas impugnadas no se aplican a los diputados y que el Tribunal Supremo de Elecciones no es el competente para conocer la denuncia de la Procuraduría de Ética que da origen a la acción, sino que corresponde a la Asamblea imponer las sanciones que correspondan.-

El asunto constitucional medular que se ha presentado es, en realidad, un conflicto de competencias constitucionales que, a mi parecer, no es posible resolver en esta vía, porque ni el Tribunal Supremo de Elecciones ni la Asamblea Legislativa han planteado -y ni siquiera sugerido- tal conflicto constitucional. Tomando en consideración que el Tribunal Supremo de Elecciones ya ha intervenido tramitando la denuncia que da origen a la acción, tampoco me parece procedente que la Sala ampare al accionante y determine que ese Tribunal no es el competente para sancionar a un diputado por infringir el deber de probidad (v. Cons. IX), pues en reiterados precedentes, la Sala se ha abstenido de intervenir en asuntos en que el Tribunal no ha declinado sus competencias y, de hecho, ya había rechazado de plano un amparo del mismo diputado Sánchez Campos cuando intentaba impugnar la denuncia de la Procuraduría de Ética y su traslado al Tribunal Supremo de Elecciones (v. sentencia 2007017722 de quince horas y cincuenta y tres minutos del cinco de diciembre del dos mil siete).-

Por último, discrepo también del Considerando VIII, pues si fuera cierto que ninguna de las normas impugnadas tuvieran como consecuencia la eventual pérdida del cargo de diputado por infracción al deber de probidad, la inmediata consecuencia procesal de ello sería el rechazo de la acción por inadmisible, al no ser medio razonable de amparar el derecho o interés que el accionante considera lesionado pues, de acuerdo con el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no sería no tendría sentido alguno admitir una acción de inconstitucionalidad contra normas que no perjudicaran al accionante.-

Lo único pretendido por el diputado Sánchez y los coadyuvantes activos, era que la Sala declarase que los artículos 2, 3, 4 y 43 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito y el 3º inciso h) de la Ley 6815 son inconstitucionales en cuanto se pretenda aplicarlos a los diputados (v. demanda a folio 7). Esa era la razón del caso; ese era el único propósito de la acción de inconstitucionalidad y eso es lo que, al fin y al cabo, dispuso la mayoría, aunque el “por tanto” declare sin lugar la acción.-

En síntesis: no he concurrido con mi voto declarando sin lugar la acción para dar la razón al accionante, sino para declarar que las normas impugnadas no son inconstitucionales y que sí son aplicables a los diputados.- 

Gilbert Armijo Sancho



VOTOS SALVADOS 








